
Octavo informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final - Secretaría Técnica 
del Componente de Verificación Internacional ðCERACðCINEPð  

Esta versión: 12 de febrero de 2021  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



Octavo informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final - Secretaría Técnica 
del Componente de Verificación Internacional ðCERACðCINEPð  

Esta versión: 12 de febrero de 2021  

 

Octavo informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final de Paz 

en Colombia  

 

 

Secretaría Técnica del Componente Internacional de Verificación 

CINEP/PPP-CERAC 

 

 

 

 

 

 

  

 

 

Director CINEP/PPP: Luis Guillermo 

Guerrero Guevara 

 

 

Director CERAC: Jorge Restrepo 

 

Equipos de trabajo 

 

CINEP/PPP 

Consuelo Corredor Martínez  

Coordinadora del equipo CINEP 

 

Manuela Cifuentes Murillo 
Profesional de apoyo a la coordinación 

 

Clara Ramírez Gómez y Javier Medina 

Bernal 

Investigadores responsables del punto 1: 

Reforma Rural Integral 

 

Sebastián Beltrán Valbuena y Daniel 

Ricardo Amaya Alba 

Investigadores responsables del punto 2: 

Participación Política 

 

Vera Samudio Reyes y Andrea Catalina 

Medina Garzón 

Investigadoras responsables del punto 5: 

Víctimas  

 

 

 

 

CERAC 

Investigación: 

Lina Asprilla 
 
Catalina Montañez 
 
Karol Helena Páez 
 
Jorge Restrepo 
 
Carolina Sánchez  
 
Asistencia de 
investigación: 

David Correal 
 

Andrés Palencia 
 
Ana Cristina Restrepo 
 
Valeria Vargas 

 



Octavo informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final - Secretaría Técnica 
del Componente de Verificación Internacional ðCERACðCINEPð  

Esta versión: 12 de febrero de 2021  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Para esta edición  

 

© Centro de Investigación y Educación Popular / Programa por la Paz 
CINEP/ Programa por la Paz 
Carrera 5 N.º 33B-02 
PBX: (57-1) 245 6181 
Bogotá D.C., Colombia 
www.cinep.org.co 
 
© Centro de Recursos para el Análisis de Conflictos  
CERAC 
Calle 55 N.º 5-22 
PBX: (57-1) 217 0200 
Bogotá D.C., Colombia 
www.cerac.org.co 

 

 

Febrero 2021 

Bogotá D.C., Colombia 

 

Todos los derechos reservados. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Esta publicación fue posible gracias al apoyo de Fondo Multidonante de las 

Naciones Unidas para el Sostenimiento de la Paz  



 

Octavo informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final - Secretaría Técnica 
del Componente de Verificación Internacional ðCERACðCINEPð  

Esta versión: 12 de febrero de 2021  

 

Índice  

RESUMEN EJECUTIVO  ........................................................................................................... 1 

Punto 1: Hacia un nuevo campo colombiano: Reforma Rural Integral ........................ 3 

Punto 2: Apertura democrática para la construcción de la paz: Pa rticipación 

Política  ................................................................................................................................... 5 

Punto 3: Fin del Conflicto .................................................................................................... 7 

Punto 4: Solución al Problema de las Drogas Ilícitas  ................................................... 10 

Punto 5: Acuerdo sobre las víctimas del conflicto  ....................................................... 13 

Punto 6: Implementación, Verificación y Refrendación  .............................................. 15 

Anál isis de la implementación en los territorios PDET seleccionados  ..................... 19 

INFORME DE LA IMPLEMENTACIÓN DEL PUNTO 1  òREFORMA RURAL INTEGRALó 27 

INFORME DE LA IMPLEMENTACIĎN DEL PUNTO 2 òPARTICIPACIĎN POLĊTICA: 

APERTURA DEMOCRćTICA PARA CONSTRUIR LA PAZó .............................................. 60 

INFORME DE LA IMPLEMENTACIÓN DEL PUNTO 3 òFIN DEL CONFLICTOó .............. 84 

INFORME DE LA IMPLEMENTACIÓN DEL PUNTO 4 òSOLUCIĎN AL PROBLEMA DE 

LAS DROGAS ILĊCITASó ..................................................................................................... 118 

INFORME DE LA IMPLEMENTACIÓN DEL PUNTO 5 òACUERDO SOBRE LAS 

VĊCTIMAS DEL CONFLICTOó ............................................................................................. 153 

INFORME DE LA IMPLEMENTACIĎN DEL PUNTO 6 òIMPLEMENTACIĎN, 

VERIFICACIĎN Y REFRENDACIĎNó ................................................................................. 227 

LA CONSTRUCCIÓN DE LA PAZ TERRITORIAL: FACTORES QUE AFECTAN LA 

IMPLEMENTACIÓN DEL A.F.  ............................................................................................. 257 

FACTORES QUE AFECTAN LA IMPLEMENTACIÓN DEL  A.F.  PDET CATATUMBO  ... 259 

FACTORES QUE AFECTAN LA IMPLEMENTACIÓN DEL A.F.  PDET SUR DE 

CÓRDOBA  ............................................................................................................................ 287 

FACTORES QUE AFECTAN LA IMPLEMENTACIÓN DEL A.F.  PDET PACÍFICO MEDIO

................................................................................................................................................ 306 

ANEXOS ................................................................................................................................ 332 

ANEXOS GENERALES  ........................................................................................................ 333 

Anexo 1: Siglas y Glosario ................................................................................................. 333 

ANEXOS PUNTO 1: REFORMA RURAL INTEGRAL  ........................................................ 354 

Anexo 1: Asuntos que se tramitan a través del proceso agrario rural .............................. 354 

Anexo 2: Municipios PDET priorizados para el Catastro Multipropósito .......................... 357 

ANEXOS PUNTO 3: FIN DEL CONFLICTO ........................................................................ 358 

Anexo 1: Proyectos productivos colectivos aprobados por el CNR en el periodo que cubre 

este informe ........................................................................................................................ 358 



 

Octavo informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final - Secretaría Técnica 
del Componente de Verificación Internacional ðCERACðCINEPð  

Esta versión: 12 de febrero de 2021  

Anexo 2: Documento de propuestas presentadas al Presidente Duque por firmantes de la 

paz ...................................................................................................................................... 360 

ANEXOS PUNTO 5: VÍCTIMAS DEL CONFLICTO  ............................................................ 362 

Anexo 1: Medidas cautelares de protección a lugares identificados donde podrían 

encontrarse cuerpos esqueletizados de posibles víctimas de desaparición forzada. ...... 362 

Anexo 2: Actos de reconocimiento de responsabilidad, perdón, esclarecimiento de la 

verdad, reconciliación y encuentros articulatorios en el marco del aporte de verdad 

realizados por ex integrantes de las FARC-EP, relacionados por la Mesa Técnica del 

SIVJRNR-FARC. ................................................................................................................ 364 

Anexo 3: Histórico de ordenes de órdenes proferidas, avance y rezago histórico de 

órdenes y avance de cumplimiento de las órdenes. ......................................................... 375 

Anexo 4: Conformación de la Comisión Asesora en Derechos Humanos y Paz ............. 376 

 

 



 

Octavo informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final - Secretaría 
Técnica del Componente de Verificación Internacional ðCERACðCINEPð  

Esta versión: 12 de febrero de 2021  

1 

OCTAVO INFORME DE VERIFICACIÓN DE LA IMPLEMENTA CIÓN DEL 

ACUERDO FINAL DE PAZ EN COLOMBIA  

 

RESUMEN EJECUTIVO  

 

Presentación  

La Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional ïSTï para 

la verificación de los compromisos del A.F., establecida en el Acuerdo Final de 

Paz ïA.F.ï firmado entre el Gobierno y las FARC (numeral 6.3), está integrada 

por dos instituciones: CERAC y CINEP, designadas por las partes en 2017.  

Este 8º Informe de la ST se suma a los siete informes generales de verificación 

sobre la implementación de los seis puntos del A.F., a los cuatro informes sobre 

la implementación del Enfoque de Género y al primer informe sobre la 

implementación del Enfoque Étnico (disponibles en las páginas web de CERAC 

y CINEP). Esta tarea ha contado con la financiación del Fondo Multidonante de 

las Naciones Unidas para el Sostenimiento de la Paz. 

A su vez, CERAC y CINEP como ST siguen el mandato establecido en el A.F. 

(6.3.2) de ñrealizar el análisis del cumplimiento verificado de lo acordado, 

identificar las controversias y hacer propuestas de mejoramiento y/o de 

soluci·nò, tarea que est§ prevista hasta septiembre de 2021; per²odo en el que 

se completarán diez informes sobre la Implementación de los seis puntos del 

A.F., seis informes sobre el Enfoque de Género y tres informes sobre el Enfoque 

Étnico. 

El análisis del 8º Informe cubre el período entre el 1o de agosto hasta el 30 de 

noviembre de 2020 y, al igual que el pasado informe, incorpora un análisis del 

estado de la implementación en tres subregiones PDET: Sur de Córdoba, 

Catatumbo y Pacífico Medio. Estos territorios, así como las demás zonas PDET, 

comparten una historia de conflicto social, conflicto armado y una enorme 

debilidad institucional -especialmente por parte del Estado- que ha favorecido a 

diversos actores armados y al desarrollo de actividades ilegales y criminales. 

En sus informes, la ST ha verificado los compromisos establecidos en el A.F. y 

ha analizado los avances, dificultades y retrasos en la implementación, así como 

la correspondencia de lo que se ha implementado con lo establecido en el A.F. 

A partir del 7º. Informe, ya publicado, la ST tiene en cuenta de manera especial 

en su labor de verificación, los indicadores del Plan Marco de Implementación, 

el Plan Nacional de Desarrollo (2018 ï 2022), los Planes de Desarrollo 

departamental y municipal de las tres subregiones PDET seleccionadas y otros 

instrumentos de planeación o de políticas públicas que impactan la 

implementación. 
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Análisis Temático  

El periodo de estudio de este informe estuvo marcado por diferentes sucesos de 

orden político, social, jurídico y económico, y además por la continuidad de la 

pandemia, con implicaciones en la implementación de los compromisos del A.F.  

Un hecho que sigue ocupando un lugar de primer orden en las preocupaciones, 

es la persistente amenaza y el recurrente asesinato de líderes sociales, 

defensores de derechos humanos y de excombatientes de las FARC, así como 

el recrudecimiento de las masacres en nuevos ciclos de violencia. Según el 

Ministerio de Defensa las masacres, que el gobierno denomina homicidios 

colectivos, entre agosto y diciembre de 2020 sumaron 22 casos con 113 

víctimas, con un aumento de 50% en número y de más del doble en víctimas 

frente a los mismos meses de 2019. Asimismo, las movilizaciones sociales que 

se adelantaron en el mes de septiembre evidenciaron la falta de garantías para 

el ejercicio del derecho a la protesta y múltiples hechos en los que se hizo uso 

desproporcionado de la fuerza por parte de la fuerza pública. Frente a la 

implementación del Acuerdo de paz, el Gobierno en cabeza del Presidente de la 

Rep¼blica realiz· un evento de conmemoraci·n de dos a¶os de ñPaz con 

Legalidadò (Presidencia de la Rep¼blica, 2020) con la participaci·n de los 

expresidentes Felipe González y Pepe Mujica. Por su parte el movimiento 

Defendamos la Paz convocó la primera Conferencia Internacional del Acuerdo 

de Paz en Colombia (Defendamos la Paz, 2020). Dos eventos que, por la 

distancia en sus perspectivas y conclusiones sobre los avances y dificultades en 

la implementación, dejan ver con nitidez las fracturas que siguen existiendo en 

el entorno político del país y de muchos sectores económicos y sociales, a 

propósito del A.F y los avances en su implementación. 

Con el fin de adelantar la verificación del A.F, en seguimiento a los principios 

metodológicos de la ST hemos identificado -como en el informe anterior- 

preguntas orientadoras para cada uno de los puntos del A.F. que proporcionan 

un marco analítico a las prioridades establecidas: 

 Punto 1: ¿en qué estado se encuentra la apuesta transformadora de 

desarrollo territorial para la construcción de la paz planteada en el A.F.? 

 Punto 2: ¿en qué estado se encuentran las garantías de la participación 

ciudadana para los movimientos y organizaciones sociales, debido a la 

reactivación de la protesta social 

 Punto 3: ¿Cómo va la sostenibilidad de los proyectos productivos de los 

excombatientes de las FARC?, ¿Cómo avanza la protección de los 

excombatientes? 

 Punto 4: ¿Ha logrado el PNIS articularse con las políticas de desarrollo 

rural? ¿Han contribuido estas medidas a la transformación estructural de 

los territorios? 
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 Punto 5: ¿el funcionamiento del SIVJRNR avanza en garantizar los 

derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación integral?, 

¿qué desafíos conlleva los debates alrededor de la verdad y la justicia, en 

la implementación del A.F.? 

 Punto 6: ¿Cuáles son los recursos apropiados para la paz en 2021? ¿Hay 

un aumento en los recursos provenientes del Presupuesto General de la 

Nación ïPGNï 2021 y el Sistema General de Regalías? 

Al igual que en el 7º. Informe publicado por esta ST, en el presente informe se 

da continuidad a la verificación territorial de la implementación del A.F. 

Atendiendo al contexto actual, la ST definió una pregunta guía para este octavo 

informe: 

¿Cuáles son los factores que son obstáculo para la construcción de paz a 

nivel territorial en cada una de las 3 subregiones PDET seleccionadas?  

 

Punto 1: Hacia un nuevo campo colombiano: Reforma Rural Integral  

La Reforma Rural Integral ïRRIï fue propuesta en el A.F. con el fin de ampliar el 

acceso a la tierra, disminuir la elevada concentración de la propiedad rural, 

formalizar adecuadamente la tenencia de la tierra, mejorar y permitir un 

ordenamiento del territorio con mayor acceso a la justicia a través de estrategias 

y medidas -entre las principales- como el Catastro Multipropósito ïCMï, la 

zonificación ambiental, las medidas alternativas de resolución de conflictos, 

jurisdicción agraria y el fomento de las zonas de reserva campesina.  

La visión territorial del A.F. busca, con la priorización de 170 municipios, el 

desarrollo del territorio con una participación significativa de los pobladores 

urbano-rurales; a su vez, busca el establecimiento de un conjunto de planes 

nacionales sectoriales, los Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral ï

PRRIï con el objetivo de cerrar las brechas entre zonas urbanas y rurales en 

materia de derechos económicos sociales y culturales y un mayor acceso a 

bienes y servicios. 

 

¿En qué estado se encuentra la apuesta transformadora de desarrollo 

territorial planteada en el A.F.? 

En este 8º. informe se estableció, como prioridad, analizar el estado del proceso 

de construcción de desarrollo territorial planteado por el A.F. a través de la 

verificación de los avances normativos y de implementación territorial de algunos 

aspectos relacionados al acceso y formalización de tierras como lo son el 

Catastro Multipropósito y la Jurisdicción Agraria. A su vez, se verifica el curso de 

los Planes de Acción para la Transformación Regional ïPATRï y los PNRRI.  

En consecuencia, se aborda en el periodo de análisis de este informe, el 

Proyecto de Ley para la creación de una especialidad rural y agraria (PL 

134/2020C) presentado al Congreso el 20 de julio de 2020 por el Gobierno 
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Nacional, el cual responde al compromiso del A.F. de crear una Jurisdicción 

Agraria que contribuya a la seguridad jurídica de la tenencia de la tierra y a la 

resolución legal de los conflictos. El Proyecto de Ley inició su trámite y fue 

aprobado en primer debate, con algunas modificaciones, el 24 de noviembre del 

presente año y en segundo debate el pasado 15 de diciembre. Se trata de un 

avance importante para superar un gran retraso, puesto que hace parte de las 

normas que debieron ser aprobadas durante el primer año de la implementación.  

Durante este periodo también se analizaron los avances en la implementación 

del CM y otros aspectos relacionados con la normatividad y medidas de acceso 

a tierras como la aprobación del subsidio para compra de tierras, previsto por el 

A.F. En estos subtemas, a 30 de noviembre de 2020, se reporta, para la 

implementación del Catastro Multipropósito la priorización de 145 municipios de 

los cuales 78 son municipios PDET, algunos avances en el sistema de 

información catastral, y la habilitación de cinco nuevos gestores catastrales, con 

lo cual se llega a 17.  

En relación a otros mecanismos para el acceso a tierras, se destaca la 

expedición del Decreto 1330 del 6 de octubre de 2020 que reglamenta la 

operación del Subsidio Integral de Acceso a Tierras ïSIATï, uno de los 

compromisos del A.F.; sin embargo, el decreto no establece el tratamiento 

preferencial para las mujeres y grupos de especial protección, como está previsto 

en el A.F. (1.1.2). 

Un hecho de relevancia, y el principal avance durante este periodo en materia 

de los PDET, es la finalización, en agosto, de la HRU del Catatumbo, pues es la 

base de un ejercicio de planeación de largo plazo y un instrumento en el que se 

materializan ordenadamente las iniciativas resultantes del PATR. No obstante, 

esta HRU no identifica los espacios e instancias de participación, de control y 

seguimiento. Sigue siendo un reto central el fortalecimiento continuo de la 

participación social y comunitaria en la toma de decisiones, para esta subregión, 

y para la construcción de la HRU de las demás zonas, aún pendientes. 

Durante este periodo se continuó la ejecución de Obras PDET y la aprobación 

de Obras por Impuestos y Proyectos del OCAD Paz, con algunos cambios de 

importancia en estos dos mecanismos.  

Finalmente, durante el periodo de análisis de este octavo informe, se dieron 

avances en materia de los PNRRI con la aprobación del Plan Nacional para 

apoyar la Generación de ingresos de la Economía Campesina, Familiar y 

Comunitaria ïPNGIECFCï, llegando así a siete de los 16 previstos. Sin embargo, 

a pesar de avanzar en su aprobación formal, no guarda total correspondencia 

con lo establecido en el A.F.  

Aunque el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio ïMVCTï expidió el Decreto 

1341 del 8 de octubre de 2020 y la resolución reglamentaria 0536 de 19 de 

octubre de 2020 para la reformulación de la Política Pública de Vivienda Social 
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Rural, dicha reformulación significó un retraso significativo en el cumplimiento del 

plan nacional que se había aprobado en 2017.  

Con este panorama, esta ST. señala una serie de preocupaciones y 

oportunidades de mejoramiento sobre la implementación de los temas y 

subtemas del punto 1 del A.F. Entre estas inquietudes se destacan el incremento 

de la pobreza rural según los cálculos del DANE, situación que se agrava con la 

extensión en el tiempo del impacto económico y social por la crisis sanitaria por 

COVID-19. Para atender esta situación, es urgente la aprobación e 

implementación de los restantes PNRRI, en especial aquellos dirigidos a la salud 

y a la seguridad alimentaria de las comunidades rurales. Asimismo, es imperioso 

superar los desbalances en los mecanismos de financiación de las subregiones 

PDET, e identificar los factores que limitan la ejecución de estos mecanismos en 

zonas como Pacífico Medio, Sur de Córdoba y Montes de María. Esta ST insiste 

en la necesidad de garantizar la participación e información óptima para las 

comunidades y organizaciones en la implementación del CM, así como en los 

procesos de construcción de las HRU y los demás posibles estructuraciones de 

proyectos y obras para la implementación de los PATR. 

 

Punto 2: Apertura democrática para la construcción de la paz: 

Participación Política  

El punto 2 del A.F. establece una serie de medidas y mecanismos para la 

apertura democrática, buscando romper el vínculo entre las armas y la política 

por medio de la canalización de los conflictos sociales hacia el diálogo, el debate 

y la concertación de los diferentes intereses sociales. Estas medidas se agrupan 

en tres temas generales: (i) derechos y garantías plenas para el ejercicio de la 

oposición política (A.F. 2.1); (ii) mecanismos democráticos de participación 

ciudadana, incluidos los de participación directa (A.F. 2.2) y (iii) medidas 

efectivas para promover una mayor participación en la política nacional, regional 

y local de todos los sectores incluyendo la población más vulnerable (A.F. 2.3).  

A nivel general, en el período de análisis que cubre este 8vo. Informe, la ST 

evidencia pocos avances en la implementación de este punto. Con la 

promulgación de la Ley 1909 de 2018, el Estatuto de la Oposición se mantiene 

como un evento importante que le da mayor dinamismo al sistema político 

colombiano. No obstante, existen vacíos pendientes que requieren ajustarse, así 

como, adversidades en el contexto que obstaculizan el ejercicio de la oposición. 

En materia de garantías de seguridad, tras el desarrollo normativo de las 

principales instancias establecidas por el A.F., el Sistema Integral de Seguridad 

Para el Ejercicio de la Política ïSISEPï y la Comisión Nacional de Garantías de 

Seguridad ïCNGSï, mantienen un funcionamiento limitado, siendo uno de los 

principales pendientes la implementación integral del SISEP. La emisión de 

alertas tempranas, los avances del Decreto 660 de 2018 y el funcionamiento de 

la Comisión Intersectorial para la Respuesta Rápida a las Alertas Tempranas ï
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CIPRATï han sido insuficientes ya que parte del SISEP no se encuentra activo 

o avanzado sustancialmente, lo que limita la capacidad de respuesta ante el 

deterioro de la seguridad en los territorios. En contraste con la escasa actividad 

de las medidas e instancias creadas por el A.F, el Gobierno Nacional continúa 

priorizando otros espacios para la atención de la crisis de seguridad que 

atraviesan líderes, lideresas y excombatientes, como es el caso del Plan de 

Acción Oportuna ïPAOï.  

La gravedad de los hechos que tuvieron lugar en septiembre, con ocasión de las 

movilizaciones y protestas ciudadanas, hicieron evidente la falta de garantías 

para la movilización y la protesta pacífica, como lo ha establecido esta ST en sus 

informes anteriores (2019a, 2019b, 2020). En esa dirección es importante 

resaltar lo estipulado en la sentencia de la Corte Suprema que reconoce los 

abusos sistemáticos que enfrentan los participantes al ser objeto de un exceso 

de la fuerza y estigmatizados por parte de la Fuerza Pública, y algunos sectores 

políticos y medios de comunicación. Esta Sentencia establece que es necesario 

que el gobierno desarrolle protocolos y medidas que garanticen el ejercicio de la 

protesta, y designe a otras entendidas estatales, como la Defensoría del Pueblo, 

para que verifique los equipos del Escuadrón Móvil Antidisturbios ïESMADï 

antes de su intervención, buscando evitar el uso de armas subletales. Finalmente 

establece que el Congreso debe tramitar una ley estatutaria que estipule la 

regulación de este derecho fundamental y los procedimientos que guíen el uso 

de la fuerza.    

Por lo anterior, la pregunta que guía el análisis para el período entre agosto y 

noviembre de 2020 es sobre el estado en que se encuentran las garantías de 

la participación ciudadana para los movimientos y organizaciones 

sociales, debido a la reactivación de la movilización social. Pregunta 

relevante pues como se analiza en este informe, la falta de garantías para la 

participación política y para la protesta social afecta la integralidad del A.F. y el 

proceso de apertura democrática.  

Igual de relevante es la discusión de las distintas iniciativas legislativas en 

trámite, como la reforma política, el código electoral, y el sistema de partidos. En 

la reforma política uno de los proyectos de ley, que proponía listas cerradas, 

mayor paridad en las mismas y promocionaba el voto rural, entre otras 

disposiciones, se hundió en la plenaria de la Cámara de Representantes, 

reflejando las dificultades para alcanzar consensos. Esto implica una reforma a 

las reglas de juego de la política que afectaría principalmente a los políticos 

tradicionales que además no permiten participar a aquellas regiones más 

distantes y afectadas por el conflicto armado. Por otra parte, en la actual 

discusión sobre los efectos que tendría la reforma al código electoral, la ST llama 

la atención sobre la inconveniencia de otorgarle grandes facultades al 

Registrador Nacional y al Presidente de la República. Dicha preocupación resulta 

mucho más relevante con las denuncias por la politización de puestos en la 
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Registraduría Nacional del Estado Civil a personas cercanas a los partidos 

políticos que apoyan dicha iniciativa  

El rol que ha desempeñado el Congreso en la discusión de distintas medidas 

legislativas generales -relacionadas a la implementación del punto de 

participación- se ha visto afectado por la pandemia. Hay además un escenario 

de complejidad respecto a las recientes problemáticas en las que las Fuerzas 

Armadas se han visto inmersas, deteriorando de manera importante su 

credibilidad. 

 

Punto 3: Fin del Conflicto  

La implementaci·n del Punto 3 sobre ñFin del Conflictoò se centra en dos grandes 

temas, el primero es el proceso de reincorporación política, económica y social 

de los excombatientes de las FARC a la vida civil (A.F 3.2), que incluye la 

creación y funcionamiento del partido político FARC y, la transición económica y 

social de esta población, en varios frentes: proyectos productivos, formas 

asociativas, sostenibilidad, educación, salud, renta básica, asignación única de 

normalización, entre otros. Además, de la consolidación de las bases para el 

proceso de reincorporación en el largo plazo, de acuerdo a lo establecido en el 

Conpes 3931 de 2018 que adopta la política pública de reincorporación. El 

segundo tema relativo a las garantías de seguridad (A.F 3.4), que contempla la 

implementación y el funcionamiento de una nueva arquitectura institucional y una 

serie de medidas con la finalidad de fortalecer la política e investigación criminal 

y garantizar la protección del Partido FARC, los excombatientes, sus núcleos 

familiares, así como las comunidades y organizaciones en los territorios.    

En este octavo informe, la ST dio prioridad al análisis sobre la sostenibilidad de 

los proyectos productivos de los excombatientes en proceso de 

reincorporación económica y social en el mediano y largo plazo, y las medidas 

materiales e inmateriales para garantizar la seguridad y protección de los 

excombatientes.  

Frente a la sostenibilidad de los proyectos productivos de los 

excombatientes, la ST destaca la existencia de modelos de economía social y 

solidaria que permitieron la creación de aproximadamente 135 cooperativas de 

ex combatientes que hacen parte de ECOMÚN (Unión Europea, 2020), las 

cuales desarrollan proyectos productivos colectivos aprobados por el Consejo 

Nacional de Reincorporación ïCNRï y otros autogestionados con recursos 

propios y de la cooperación internacional. El cooperativismo ha sido clave en la 

implementación de estos proyectos, sin embargo, persisten dificultades de orden 

administrativo y legal, tanto para las asociaciones de excombatientes como para 

ECOMÚN, incluyendo la falta de estrategias consolidadas de acompañamiento 

técnico para el desarrollo de los proyectos productivos en los territorios. 

En cuanto a los proyectos productivos, el CNR aprobó para el periodo del 

presente informe, 24 proyectos productivos, para un total de 87 proyectos 
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productivos colectivos, que benefician a 3.314 personas en proceso de 

reincorporación (Reunión de la ST con el equipo técnico de la Mesa de proyectos 

productivos del CNR FARC, 21 de octubre de 2020), manteniendo el ritmo de 

aprobación frente al informe anterior. Frente a los proyectos individuales, la ARN 

reporta 1.646 proyectos aprobados (ARN, 2020b). Además, la ST conoce de 37 

proyectos auto-gestionados por los excombatientes, y 69 proyectos asociados a 

la cooperación internacional (Reunión de la ST con el equipo técnico de la Mesa 

de proyectos productivos del CNR FARC, 21 de octubre de 2020). De acuerdo 

con la Agencia para la Reincorporación y la Normalización ïARNï, a corte 

octubre 2020, la cooperación internacional apoyó la implementación de 56 

proyectos productivos colectivos beneficiando a 2.481 personas, y 96 proyectos 

individuales beneficiando a 114 personas. Para un total de 6.948 excombatientes 

beneficiados en el territorio. 

Del acceso a tierras para proyectos productivos con vocación agropecuaria, el 

Gobierno Nacional adquirió un nuevo predio en Dabeiba (Antioquia), que se une 

a los dos predios ya comprados en Colinas (Guaviare) e Icononzo (Tolima). Fue 

expedido el Decreto 1543 del 24 de noviembre de 2020, mediante el cual fue 

reglamentado el Artículo 283 del PND 2018-2022 sobre la administración y 

destinación de bienes rurales extintos para el desarrollo de proyectos productivos 

de los excombatientes en proceso de reincorporación, y estableció la ruta de 

acceso que busca acelerar la adjudicación de tierras y dar mayor claridad jurídica 

a los excombatientes beneficiarios, y subsanar los vacíos normativos existentes 

que han afectado los procesos iniciados en Ituango (Antioquia), El Diamante 

(Meta), Monterredondo (Cauca) y La Elvira (Cauca) (CNR FARC, 2020b). En el 

marco de la ruta fue entregado el primer predio de 400 hectáreas en el 

departamento del Huila a 300 excombatientes de la cooperativa Coogropaz. La 

ST registra avances recientes en la compra de tierras para la reincorporación 

que sirven para dar mayor solidez al proceso, tanto en términos de la 

reincorporación de excombatientes como en la Reforma Rural Integral, 

permitiendo avanzar tanto en proyectos productivos colectivos, y en la 

asignación de tierras establecida en el punto 1 del A.F.  

Frente a los Antiguos Espacios Territoriales de Capacitación y 

Reincorporación ïAETCRï, el Gobierno Nacional ha anunciado acciones para 

la consolidación de los 24 AETCR, la cual está dirigida a ampliar el acceso a 

tierras para la producción y a la construcción de proyectos de vivienda en cada 

uno de estos espacios territoriales para responder a las necesidades de los 

excombatientes en los contextos de la reincorporación. Para el componente 

FARC en la Unidad Técnica de Reincorporación ïUTRï de la ARN, no hay 

claridad sobre la consolidación de estos espacios, ante las dificultades en el 

acceso a bienes y servicios para los reincorporados y sus familias (Procuraduría 

General de la Nación, 2020, p. 196),  y en particular, frente a la incorporación o 

no de estas figuras en el ordenamiento territorial, y la carga presupuestal que 

representaría para cada uno de los municipios, que en su mayoría son de 
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categoría 6 (Reunión de la ST con el equipo técnico de la UTR componente 

FARC, 22 de octubre 2020).  

En materia de garantías de seguridad, persiste la violencia política contra los 

miembros del Partido FARC, los excombatientes en proceso de reincorporación 

y sus núcleos familiares. Aunque el A.F. establece medidas materiales e 

inmateriales que buscan garantizar la protección de esta población, la 

implementación y eficacia de estas medidas ha sido limitada, pues la situación 

de inseguridad que afecta a los excombatientes continúa en departamentos 

como Cauca, Nariño, Antioquia, Caquetá y Meta, que concentran el 58% del total 

de excombatientes asesinados.  Contraria a la tendencia de aumento sostenido 

de los asesinatos entre 2017 y 2019, la ST registró en 2020 una disminución en 

las cifras de homicidios de excombatientes, cifra que, sin embargo, continúa 

siendo altísima. En este período de análisis, la ST resalta dos eventos 

importantes. En primer lugar, la Audiencia Pública que realizó la Sección de 

Ausencia de Reconocimiento de la Jurisdicción Especial para la Paz ïJEPï en 

el marco del proceso de adopción de medidas cautelares de protección a los 

excombatientes. Durante esta Audiencia, la JEP realizó seguimiento a las 

medidas implementadas por las entidades con responsabilidades en la 

protección de esta población. El segundo evento, fue la ñPeregrinaci·n por la 

vida y por la pazò, primera movilizaci·n convocada por excombatientes de las 

FARC, con la finalidad de solicitar mayores garantías de seguridad al Gobierno 

Nacional.   

Lograr la implementación integral de todas las instancias y medidas del Acuerdo 

sobre Garantías de Seguridad establecidas en el A.F., continúa siendo el 

principal reto en materia de seguridad. La implementación fragmentada y 

desarticulada de todos sus componentes impide garantizar la protección 

completa de los excombatientes. La ST además considera prioritario ajustar el 

esquema de protección de excombatientes para mejorar la protección, 

especialmente en zonas de disputa entre grupos armados organizados y 

fortalecer las entidades encargadas de la protección de esta población. Así 

mismo es prioritario, intensificar la operación de las instituciones de justicia 

criminal, en particular en la investigación y judicialización de los responsables. 

Para ello, la ST destaca los avances en las instituciones para la investigación 

judicial incluidas en el A.F., que han demostrado tener mayor efectividad en 

materia de judicialización y esclarecimiento de los casos, pero que aún tienen un 

sinnúmero de casos pendientes de avance y resolución, así como de tareas, por 

lo cual una ampliación de tales capacidades contribuiría muy probablemente a 

abordar esta problemática. Además, la ST renueva su llamado a la intensificación 

de la operación y al escalamiento de las capacidades y acciones de los 

mecanismos e instancias creadas en el marco del A.F como la Unidad Especial 

de Investigación de la Fiscalía y los cuerpos de protección de la Unidad Policial 

para la Edificación de la Paz de la Policía. 

 



 

Octavo informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final - Secretaría 
Técnica del Componente de Verificación Internacional ðCERACðCINEPð  

Esta versión: 12 de febrero de 2021  

10 

Punto 4: Solución al Problema de las Drogas Ilícitas  

El Punto 4 del A.F. propone e impulsa soluciones que den un tratamiento 

diferencial a los fenómenos de producción, consumo y comercialización de 

drogas ilícitas, que tengan en cuenta las causas que han dado origen a la 

problemática y que reconozcan la necesidad de transformar la política de drogas 

y potenciar una transformación productiva de los territorios afectados por cultivos 

de uso ilícito. El Punto 4 está dividido en cuatro temas: (i) Programas de 

Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito y Planes Integrales de Desarrollo Alternativo 

con participación de las comunidades; (ii) Programa Nacional de Intervención 

Integral frente al Consumo de Drogas Ilícitas; (iii) Solución al fenómeno de 

producción y comercialización de narcóticos y (iv) Acción integral contra las 

minas antipersonal. 

En el periodo que comprende este informe, hubo avances en la implementación 

de los cuatro temas, sin embargo, a la fecha estos no han propiciado la 

transformación estructural que comprende el A.F., en la medida en que la 

intervención sigue priorizando la erradicación y la disminución de cultivos de uso 

ilícito como un factor de éxito en la política de drogas. Además, persisten 

situaciones que obstaculizan la plena implementación de este Punto como la 

insuficiencia de recursos, las dificultades administrativas, la insistencia de 

retomar la aspersión aérea con glifosato, las condiciones de inseguridad en los 

territorios afectados por cultivos de uso ilícito, que incluyen la presencia de Minas 

Antipersonal ïMAPï y Municiones sin Explotar ïMUSEï y su persistente uso por 

parte de organizaciones criminales.  

La plena implementación del programa de sustitución de cultivos, así como de 

medidas que impulsen la solución al fenómeno de producción y comercialización, 

requiere enfatizar la integración del Programa Nacional Integral de Sustitución 

de Cultivos de Uso Ilícito ïPNISï con la Reforma Rural Integral y con las medidas 

relacionadas con las garantías de seguridad que contempla el Punto 3.4 del A.F. 

Esto impulsaría una transformación estructural de los territorios afectados por los 

cultivos de uso ilícito. 

En relación con el Tema 1 hubo avances en la erradicación voluntaria de cultivos 

por parte de las familias inscritas al PNIS. De hecho, la Oficina de las Naciones 

Unidas contra la Droga y el Delito ïUNODCï reportó en agosto un cumplimiento 

del 97% por parte de los cultivadores. En total, se han erradicado 42.339 ha. 

36.965 ha por parte de las familias cultivadoras y verificadas por UNODC y 5.374 

ha con asistencia de la fuerza pública. Sin embargo, persiste el énfasis en la 

erradicación forzada, lo que ha hecho que las familias recurran a acciones 

jurídicas para frenarla. Hubo también avances en el cumplimiento del Plan de 

Atención Inmediata ïPAIï familiar. Aunque hubo una aceleración en la 

implementación de sus componentes del PAI, los avances alcanzados no 

permiten la transformación productiva que requieren los campesinos para 
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incursionar en las economías lícitas, pues persisten rezagos importantes en los 

componentes de asistencia técnica integral y los proyectos productivos. 

En cuanto a los Planes Integrales Comunitarios y Municipales de Sustitución y 

Desarrollo Alternativo ïPISDAï persisten las preocupaciones señaladas por esta 

ST en su Séptimo Informe de Verificación. Por un lado, la construcción de estos 

documentos en los municipios que coinciden con los Planes de Desarrollo con 

Enfoque Territorial ïPDETï no contó con una metodología específica y estos se 

equipararon a los Pactos Municipales para la Transformación Regional ïPMTRï

, lo que hizo que la especificidad veredal se perdiera en el ejercicio. Por el otro, 

preocupa que los documentos PISDA que fueron adoptados por la Dirección de 

Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito ïDSCIï sean una sumatoria de iniciativas 

PDET. En total el Gobierno identificó 812 iniciativas marcadas con la etiqueta 

PISDA en los PATR, de las cuales 168 contaban con ruta de implementación 

activada al 31 de octubre (Radicado CPEC No. OFI20-00253305 / IDM 

13030000, 2020). Sin embargo, no es posible conocer si estas iniciativas estarán 

focalizadas en los núcleos veredales que integran el PNIS. Aunque este 

problema pudo resolverse con la Hoja de Ruta Única ïHRUï, la HRU de 

Catatumbo evidencia que la sustitución no quedó incluida como un criterio de 

focalización de la oferta sectorial (Procuraduría General de la Nación, 2020) y 

que de hecho, no resuelve el problema de la focalización geográfica. 

Otro de los avances relacionados con el PISDA fue la firma de los ocho 

documentos PISDA de los municipios que no tienen coincidencia geográfica con 

los PDET. A la fecha de cierre de este informe los documentos no eran públicos, 

por lo que no es posible conocer las iniciativas acordadas con la comunidad. Con 

base a la información de prensa de la Consejería Presidencial para la 

Estabilización y Consolidación ïCPECï, es evidente que en algunos de estos 

municipios participaron más familias de las que están inscritas por medio de 

acuerdos individuales de sustitución al PNIS. Además, la información parece 

indicar que las iniciativas están dirigidas a beneficiar a las comunidades, lo que 

rompe la priorización individual (familiar) de las medidas implementadas por el 

PNIS al momento.  

Respecto a la implementación del PAI comunitario, vale la pena destacar que 

según información del Gobierno nacional 214 de las 1.297 iniciativas 

comunitarias identificadas en los PATR tienen ruta de implementación activada 

(Radicado CPEC No. OFI20-00253305 / IDM 13030000, 2020). Sin embargo, la 

ST resalta su preocupación por la poca articulación que existe entre la DSCI y 

las entidades con responsabilidad en la implementación de los componentes 

comunitarios del PAI, como el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar ïICBFï 

y el Ministerio de Salud. 

En lo que respecta al Tema 2, Prevención del Consumo y Salud Pública 

aunque hubo avances su estado de implementación se mantiene igual al 

reportado en el Séptimo Informe de Verificación de esta ST. En el periodo que 
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cubre este informe, hubo avances relacionados con la atención de consumidores 

de sustancias psicoactivas, en el acompañamiento a las entidades territoriales 

para la formulación y ejecución de Planes de Acción Territorial para la prevención 

y atención del consumo de Sustancias Psicoactivas (lícitas e ilícitas), en la 

medida en que se han generado espacios de diálogo nación-territorio, así como 

se han brindado asistencias técnicas. Además, el Ministerio de Salud junto al 

Ministerio de Justicia, han realizado el acompañamiento para que el Pilar 1 de la 

Política Ruta Futuro (sobre Consumo), la Política en Salud Pública integral para 

la Prevención y la Atención en el Consumo de Sustancias Psicoactivas y el 

CONPES 3992 ñEstrategia para la Promoci·n de la Salud Mental en Colombiaò 

sean incorporados en los planes de desarrollo local. También hubo avances en 

la generación de conocimiento en materia de consumo de sustancias 

psicoactivas, en la medida en que el DANE publicó los resultados de la Encuesta 

Nacional de Consumo de Sustancias Psicoactivas. Además es importante 

señalar que los avances hechos en este tema guardan coherencia con lo 

estipulado en el A.F. 

Sin embargo, persisten retrasos en la implementación del Sistema Nacional de 

Atención a los Consumidores, sobre el cual no se registran avances. Además, 

se ha avanzado en el diseño y puesta en marcha de un sistema de seguimiento 

y evaluación de las acciones en materia de prevención del consumo y atención 

a consumidores. La ST considera necesario focalizar y priorizar acciones para la 

atención de consumidores de sustancias psicoactivas en el marco de los PISDA 

y la HRU. 

Frente al Tema 3 Solución al fenómeno de producción y comercialización 

de narcóticos el principal avance está en el borrador del Plan Nacional de 

Política Criminal 2020-2024 que el Gobierno dio a conocer en octubre. Sin 

embargo, varios sectores han manifestado su preocupación por el desempeño 

del Consejo Superior de Política Criminal que debe aprobar el Plan. Además, 

hubo avances en la construcci·n del documento ñInsumos para la construcci·n 

de estrategias focalizadas de Pol²tica Criminal en materia de crimen organizadoò 

que permitiría desplegar estrategias en los territorios. Frente a las medidas 

contra los activos involucrados en el narcotráfico, el SIIPO reporta como un 

avance en el mapeo del delito el estudio de UNODC sobre territorios afectados 

por cultivos de uso ilícito. Sin embargo, como lo señala la Procuraduría General 

de la Nación (2020) persiste la necesidad de contar con estudios relacionados 

con las finanzas, el lavado de activos, los bienes y la incursión del narcotráfico 

en estructuras estatales. El Gobierno también reporta avances en el control de 

insumos químicos. 

Pese a los avances reportados, la ST reitera su preocupación por el hecho de 

que las acciones adelantadas a la fecha se han centrado en el diseño y 

formulación de políticas, así como en la realización de estudios que no han 

potenciado una nueva mirada a este fenómeno en línea con los compromisos 

del A.F. y que parecen desarticuladas de los demás temas. Los avances son 
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limitados en términos de impulsar acciones concretas que permitan dar una 

respuesta integral y efectiva a este fenómeno. 

Finalmente, en relación con el Tema 4 Acción Integral contra las Minas 

Antipersonal en el periodo reportado en este informe hubo importantes 

avances. En primer lugar, los países miembros de la Convención de Ottawa 

aprobaron extender el plazo de descontaminar la totalidad del territorio nacional 

afectado por MAP y MUSE hasta diciembre de 2025. En segundo lugar, al 9 de 

diciembre, el Gobierno entregó 41 municipios libres de sospecha de MAP y 

MUSE para un total de 432 municipios (60,4%) de los 715 que presentan alguna 

afectación. En tercer lugar, los primeros miembros de Humanicemos DH, la 

cooperativa de excombatientes de las FARC, fueron certificados y se dio el 

despliegue de los primeros equipos de Estudio No Técnico ïENTï de la 

organización en Montañita Caquetá. Pese a los avances, la ST registró en 2020 

una desaceleración en el desminado humanitario que, entre otros factores, 

puede explicarse por las restricciones a la movilidad decretadas por cuenta de la 

emergencia sanitaria por la pandemia del COVID-19 y las restricciones de 

acceso por la presencia de Grupos Armados Organizados. Preocupa que 

distintas entidades como la Procuraduría General de la Nación y la Campaña 

Internacional para la Prohibición de las Minas Antipersonal, han registrado la 

insistencia en el uso de estos artefactos por parte de grupos Pos FARC y el 

Ejército de Liberación Nacional ïELNï. Así mismo, es necesario alertar sobre el 

aumento del 36,4% en el número de víctimas por estos artefactos entre enero y 

noviembre de 2020 con respecto al mismo periodo de 2019. 

 

Punto 5: Acuerdo sobre las víctimas del conflicto  

El Punto 5 del A.F. está compuesto por el Sistema Integral de Verdad, Justicia, 

Reparación y No Repetición ïSIVJRNRï; en el que participan la Comisión para 

el Esclarecimiento de la Verdad ïCEVï, la Unidad de Búsqueda de Personas 

dadas por Desaparecidas ïUBPDï y la Jurisdicción Especial para la Paz ïJEPï

, además de las medidas de reparación Integral a las víctimas del conflicto 

armado y, los compromisos y garantías en materia de Derechos Humanos ï

DDHHï. 

 

¿El funcionamiento del SIVJRNR avanza en la garantía de los derechos de 

las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación integral?, ¿qué desafíos 

conlleva los debates alrededor de la verdad y la justicia, en la 

implementación del A.F.? 

Durante los meses de agosto a noviembre de 2020, el SIVJRNR continúa 

reportando avances en su implementación, en relación con el funcionamiento de 

las tres nuevas entidades. Sin embargo, la pandemia, el deterioro de la seguridad 

en los territorios y los ataques políticos o mediáticos -especialmente a la JEP y 

a la CEV-, constituyeron obstáculos para el cabal desarrollo de sus mandatos. 

Durante este periodo, la virtualidad siguió siendo el medio de trabajo por 
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excelencia, a la vez que comenzaron a abrirse paulatinamente las oficinas a nivel 

nacional y territorial, y comenzaron a hacerse algunas salidas de campo, 

encuentros y reuniones siguiendo los protocolos de bioseguridad. 

El componente de verdad, relacionado con la CEV, la ST destaca la 

continuidad de la recepción de informes, el desarrollo de actividades virtuales en 

el marco del diálogo social y la coordinación para la presentación del informe 

final con sus recomendaciones. Sin embargo, las dificultades de seguridad en 

los territorios y los obstáculos puestos por entidades del Estado para la entrega 

de información reservada, pueden convertirse en barreras importantes para la 

elaboración del informe final. La ST reconoce y analiza positivamente la intención 

de diversos actores por presentar versiones ante la CEV como forma de 

contribución a la verdad de lo acaecido en el conflicto armado.  

Por su parte, la UBPD continuó recibiendo informes de diversos sectores y 

regiones del país, desarrollando acciones en varios cementerios del país -en 

algunos casos- de manera articulada con la JEP, en la recuperación de varios 

cuerpos aún sin identificar y contribuyó articuladamente con otras entidades y 

organizaciones sociales a impulsar la entrega de 83 personas desaparecidas. 

No obstante, la Unidad no reporta avances relativos a la consolidación del 

universo de personas dadas por desaparecidas ni el Registro Nacional de Fosas, 

cementerios ilegales y sepulturas ïRNFï y algunas organizaciones de víctimas 

continúan planteando la falta de información sobre el avance de los procesos de 

búsqueda. Tampoco se conoce información sobre avances en la búsqueda de 

combatientes desaparecidos o casos individuales, ni sobre el estado actual de 

esta búsqueda en el marco de los planes regionales adoptados. 

En el componente de Justicia, la JEP continúa recibiendo informes y trabajando 

en los 7 macro casos abiertos hasta el momento. En el cuatrimestre, la ST 

registra avances en los casos 001 (Retención ilegal de personas por parte de las 

FARC-EP), 003 (Muertes ilegítimamente presentadas como bajas en combate 

por agentes del Estado) y 007 (Reclutamiento y utilización de niñas y niños en el 

conflicto armado). La ST destaca la consolidación de una línea estratégica de 

acción, a partir de la expedición de medidas cautelares en diferentes temas, 

entre estos: protección a cementerios y búsqueda de personas desaparecidas 

forzadamente, protección a excombatientes y cuidado de la memoria. Esta ST, 

no obstante, advierte preocupaciones por la no aprobación del presupuesto 

completo solicitado para 2021, lo cual afectaría líneas sustanciales de su trabajo; 

excombatientes de las FARC privados de la libertad, sobre las cuales aún no se 

resuelve su situación; y las continuas acciones desarrolladas por el partido de 

gobierno y el mismo Gobierno Nacional para desprestigiar su trabajo, derogarla, 

y modificar su mandato. La ST identifica como una oportunidad, los 

reconocimientos tempranos hechos por la antigua guerrilla de las FARC a la JEP 

y el interés de diferentes actores que participaron en la guerra de brindar verdad 

ante el SIVJRNR. 
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En relación con las medidas de reparación integral, la ST destaca la extensión 

de la vigencia de la Ley 1448 de 2011 por 10 años más, hasta el 2031. No 

obstante, el Gobierno Nacional mantiene la deuda de la modificación y 

adecuación participativa de la política nacional de reparación integral a víctimas. 

También preocupa a la ST, la percepción de las organizaciones y las víctimas 

sobre la falta de avances concretos en las medidas específicas acordadas en el 

A.F.  y referentes a la reparación colectiva, la rehabilitación, retornos y restitución 

de tierras. Otro asunto es la actual disputa entre el Gobierno y FARC entorno a 

la custodia y entrega de los bienes incluidos en su inventario -los cuales tienen 

como fin la reparación- y las dificultades para su saneamiento y monetización. 

Frente a las garantías de no repetición incluidas en este punto, la ST advierte 

que aún no se concluye la construcción del Plan Nacional de Acción en DD. 

HH., otra deuda pendiente del Gobierno Nacional que, ante un contexto continuo 

de violaciones a los DD. HH. en los territorios, puede tener una mayor 

repercusión en la vida e integridad de las comunidades. 

 

Punto 6: Implementación, Verificación y Refrendación  

El Punto 6 del A.F. contempla medidas para garantizar la implementación y la 

sostenibilidad del proceso en el corto, mediano y largo plazo. Es así, que el Punto 

6 incluye en primer lugar, mecanismos de seguimiento, impulso y verificación a 

la implementación como la Comisión de Verificación, Impulso y Seguimiento a la 

Implementación ïCSIVIï, instancia integrada por el Gobierno y la FARC, así 

como las instancias de verificación y acompañamiento internacional. En segundo 

lugar, dispone de las herramientas para operacionalizar el A.F. como lo es el 

Plan Marco de Implementación ïPMIï, las medidas necesarias para financiar la 

implementación y los mecanismos para garantizar la transparencia durante el 

proceso. En tercer lugar, el Punto 6 contempla las prioridades para la 

implementación normativa del A.F., que son necesarias para sentar las bases 

del proceso de implementación. Por último, este Punto contempla las 

herramientas para hacer la difusión y pedagogía del A.F.  

En el periodo que cubre este informe, el estado de implementación de los nueve 

subtemas que componen este Punto se mantiene estable, aunque hubo una 

variación importante relacionada con el aumento de recursos del Presupuesto 

General de la Nación ïPGNï para 2021 y la reforma al Sistema General de 

Regalías ïSGRï. 

Frente a los compromisos relacionados con la financiación de la 

implementación del A.F., hay avances importantes. Por un lado, el Congreso 

de la República aprobó el Presupuesto General de la Nación para el 2021 por un 

valor de $313,9 billones. Ya que que la ley aprobada no incluye el anexo del 

Trazador Presupuestal para la Paz, no es posible conocer la asignación 

aprobada para la implementación del A.F. Según como quedó en el proyecto, la 

asignación fue de $10,7 billones que representa un aumento del 9% con respecto 
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al PGN de 2020, el cual, sin embargo, es menor al aumento global del 

presupuesto que creció un 15,5%. No obstante, es importante tener en cuenta 

que el PGN incluye los recursos del Sistema General de Participaciones -SGP- 

que de acuerdo con el último informe de la Contraloría, es la fuente que menor 

nivel de ejecución ha tenido, precisamente porque no se han hecho los ajustes 

normativos que permitan su uso. También, el aumento puede deberse a la 

reasignaci·n del gasto social ña trav®s del Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar ïICBFï, Ministerio de Educación, Ministerio de Trabajo y Servicio 

Nacional de Aprendizaje ïSENAïò (Contralor²a General de la Rep¼blica, 2020, 

p. 22), que se advirtió para el 2020, por lo cual persisten preocupaciones 

relacionadas con la destinación de las partidas reportadas por las entidades. 

Por otro lado, el Congreso de la República aprobó la Ley 2056 de 2020 que 

reglamenta el Acto Legislativo 05 de 2019 que reforma el Sistema General de 

Regalías. La Ley permite el adelanto del 70% de los recursos de la asignación 

para la paz durante los años 2020, 2021 y 2022 y permite que se apropien en la 

asignación para la paz del presupuesto bienal del SGR. Además, establece que 

durante el 2020, 2021 y 2022 el OCAD Paz podrá autorizar las vigencias futuras 

para financiar proyectos exclusivamente destinados a la implementación de los 

PDET y de la Hoja de Ruta Única (Parágrafo transitorio Art. 60). El Congreso 

tambi®n aprob· la Ley 2072 de 2020 ñpor la cual se decreta el presupuesto del 

Sistema General de Regalías para el Bienio del 1 de enero de 2021 al 31 de 

diciembre de 2022ò. El monto total asignado para la paz es de $2,7 billones, un 

aumento del 44,9% con respecto al bienio 2019-2020. A este monto, además, se 

le suma el adelanto de paz del bienio 2019-2020 correspondiente a $2,2 billones 

que posibilitó el Decreto 1782 de 2020. Es probable que este cambio y el 

aumento en los recursos provenientes de las regalías den un impulso decisivo a 

proyectos de inversión en construcción de paz. El aumento en los recursos 

supone que durante 2021 y 2022 el Gobierno Nacional requerirá hacer exigentes 

esfuerzos adicionales de estructuración de proyectos, gestión y 

acompañamiento participativo en la implementación de los diferentes puntos del 

A.F., en particular en aquellos relacionados con la Reforma Rural Integral, la 

Reincorporación y la Solución al Problema de las Drogas Ilícitas. Entre los 

avances también están los cambios al mecanismo de obras por impuestos que 

flexibilizó la estrategia al permitir la inversión no solo en PDET sino también en 

ZOMAC y en más áreas.  

En relación con los compromisos relacionados con el PMI, es importante señalar 

que a la fecha la CSIVI no ha establecido los parámetros para que el Gobierno 

realice la revisión del PMI. Al respecto, el componente FARC en la CSIVI ha 

insistido en esta necesidad en la medida en que hay aspectos del PMI que 

requieren mayor desarrollo técnico (CEPDIPO, 2020) y es pertinente en la 

medida en que las condiciones para la implementación (presupuestal, territorial 

e institucional) han cambiado. El Gobierno ha adelantado una revisión técnica de 

los indicadores del PMI que tienen en cuenta las siguientes variables: descripción 
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del indicador, fórmula de cálculo, unidad de medida, desagregación territorial y 

poblacional, periodicidad de medición, metas anualizadas, fuente de 

información, entre otros (Radicado CPEC No. OFI20-00253305 / IDM 13030000, 

2020). Actualmente, 12 indicadores están en estado de revisión técnica. 

Respecto a las medidas para garantizar la transparencia del proceso, es 

importante señalar que al 17 de noviembre de 2020, de los 501 indicadores del 

PMI, 399 cuentan con fichas técnicas aprobadas. De estas, 395 están cargadas 

en el SIIPO. 91 indicadores están en proceso de construcción, seis se 

encuentran por definición de responsable y 12 están en revisión técnica por parte 

del Departamento Nacional de Planeación -DNP- (Radicado CPEC No. OFI20-

00253305 / IDM 13030000, 2020). Es preocupante que a tres años de la 

aprobación del PMI todavía no se cuente con el 100% de las fichas técnicas, lo 

que limita la labor de seguimiento al proceso de implementación. Además, es 

preocupante que el SIIPO no permita dar cuenta del avance de los proyectos, 

programas y políticas implementados en los territorios ni un mecanismo que dé 

cuenta del seguimiento a los recursos para la implementación, como lo 

establecen el A.F. y el Decreto 1829 de 2017. De esta forma, aunque el trazador 

presupuestal permite hacer seguimiento a las entidades vinculadas a la 

implementación, no es posible hacer seguimiento por indicador del PMI al no 

estar éste vinculado al SIIPO.  

En cuanto a la marcha de los mecanismos de impulso a la implementación, 

el avance más importante es la prórroga que las partes hicieron a la CSIVI por 

un año más. Otro avance, es la aprobación del funcionamiento de cuatro mesas 

técnicas (acompañamiento internacional, bienes, seguridad jurídica y desminado 

humanitario) (Radicado CPEC No. OFI20-00253305 / IDM 13030000, 2020). A 

pesar de que la CSIVI sigue funcionando, persisten preocupaciones 

relacionadas con su buen desempeño: baja calidad en las reuniones, poca 

interlocución con la sociedad civil; poca interlocución con el componente de 

acompañamiento internacional; baja efectividad para la resolución de 

controversias. Además, persiste la dificultad asociada con la inasistencia de 

todos los delegados del Gobierno nacional a las reuniones 3x3, lo que es 

interpretado por el Componente FARC como una falta de voluntad del Gobierno 

de implementar integralmente el A.F. (CSIVI FARC, 2020). La ST considera 

prioritario mantener y fortalecer los espacios de diálogo entre FARC y Gobierno, 

así como involucrar a la FARC en todos los aspectos que permitan impulsar la 

implementación del A.F. 

Frente al Componente de Verificación Internacional, el avance más 

importante del periodo a reportar es la renovación que hizo el Consejo de 

Seguridad de las Naciones Unidas de la Misión de Verificación por un año más. 

Así mismo es positivo que el Consejo de Seguridad expresara su disposición a 

considerar la adición de la tarea de verificación de las sanciones propias de la 

Jurisdicción Especial para la Paz ïJEPï a su mandato. Esto reafirma el apoyo 

total y unánime del Consejo de Seguridad a la implementación del A.F. Las 
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demás instancias del componente (la Secretaría Técnica, el apoyo técnico y la 

Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 

Humanos ïOACNUDHï) siguen operando en los términos establecidos en el 

A.F. y en los protocolos de funcionamiento.  

Por el contrario, los avances en el Componente de Acompañamiento 

Internacional son limitados. A pesar de que el SIIPO reporta la realización de 

reuniones entre entidades del Gobierno y las instancias de acompañamiento, no 

hay información que permita conocer los resultados del acompañamiento y el 

alcance de este. De hecho, todo parece indicar que el Gobierno no cuenta con 

una estrategia clara en la materia (Procuraduría General de la Nación, 2020) y 

es además posible inferir que no ha habido interlocución entre el Componente y 

la CSIVI, en la medida en que la Mesa Técnica de Acompañamiento 

Internacional no se ha reunido en el 2020 (Radicado CPEC No. OFI20-00253305 

/ IDM 13030000, 2020).  

En este periodo hubo avances importantes en las herramientas de difusión y 

pedagogía. Al 30 de noviembre de 2020 la CSIVI había aprobado 11 puntos 

geográficos de los 20 previstos para la instalación de las emisoras para la 

convivencia y reconciliación. De estas, seis se encuentran en funcionamiento, lo 

que representa un aumento importante si se considera que en julio solo estaban 

operando dos emisoras. Sin embargo, persisten retrasos en la implementación 

de una ruta de capacitación técnica para 60 personas pertenecientes a 

organizaciones de víctimas, miembros de ECOMÚN y organizaciones 

comunitarias como operadores productores de radio. La estrategia de redes 

sociales sigue funcionando y se ha articulado con los contenidos de las emisoras 

que están funcionando. En cuanto al espacio en el canal de televisión, el 

compromiso se cumplió en marzo del 2020 y según información del Gobierno no 

hay recursos para renovar el programa en una nueva vigencia (Radicado CPEC 

No. OFI20-00253305 / IDM 13030000, 2020), lo que podría ser una oportunidad 

perdida si se tiene en cuenta el éxito que tuvo Mimbre: tejiendo paz. 

Finalmente, persisten los incumplimientos relacionados con la implementación 

normativa de las prioridades estipuladas en el A.F. Aunque en el periodo 

reportado hubo avances con la aprobación de cuatro normas relacionadas con 

la implementación del A.F., al menos 11 de las 24 prioridades definidas en el 

A.F. siguen pendientes o incompletas. El Punto del A.F. con mayores rezagos 

en la implementación normativa es el 1: Reforma Rural Integral. La ST destaca 

que actualmente cursan trámite al menos 21 normas relacionadas con la 

implementación, 18 de las cuales fueron presentadas en la actual legislatura que 

inició en julio de 2020. Varias de ellas de la mayor importancia como la 

especialidad agraria, el tratamiento penal para pequeños cultivadores, la 

creación del tipo penal de paramilitarismo y la articulación de la Ley 975 de 2005 

con el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición ï

SIVJRNRï. 
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Análisis de la implementación en los territorios PDET seleccionados  

La construcción de paz territorial es una de las dimensiones prioritarias en el A.F. 

Por lo cual, la ST reconoce la necesidad de verificar la implementación del A.F. 

en los territorios, lo cual es una oportunidad para hacer visibles los avances y las 

dificultades del proceso de implementación y analizar las condiciones que limitan 

o impulsan la construcción de paz.  

En este octavo informe de verificación, la ST identificó aquellos factores 

presentes en los tres territorios seleccionados por ésta (Catatumbo, Sur de 

Córdoba y Pacífico Medio) que limitan la construcción de paz. Los factores 

identificados son: la continuidad de la violencia en los territorios y la carencia de 

garantías de seguridad; la debilidad institucional a nivel territorial y los retos en 

la articulación y coordinación interinstitucional; la presencia de cultivos de uso 

ilícito y economías ilegales; las dificultades impuestas a la implementación por la 

emergencia sanitaria por el COVID-19; y finalmente, las necesidades de recursos 

para la implementación del AF. Estos factores impactan de distinta forma y en 

distintos grados de intensidad la construcción de paz y dejan entrever los 

desafíos que impone al país la implementación del A.F.  

 

1. Continuidad de la violencia en los territorios y presencia de actores 

armados al margen de la ley.  

En las regiones de los tres PDET, la violencia, y la presencia y disputa entre 

grupos armados ilegales sigue siendo una realidad que dificulta la 

implementación del A.F. Con algunas diferencias en el contexto, después de la 

firma del A.F., se han presentado confrontaciones, desplazamientos forzados, 

masivos en algunos casos, y agresiones contra los liderazgos sociales, en el 

marco de la actividad militar por parte del Estado. Para los tres territorios, la 

Defensoría del Pueblo ha emitido diversas Alertas Tempranas durante los 

últimos años, incluso en el 2020. 

En la región del Catatumbo se materializaron 15 escenarios de riesgo que la 

Defensoría y las organizaciones de la sociedad civil habían alertado. En esta 

zona hay un aumento del uso y de víctimas de MAP y MUSE. En 2020 se 

presentaron víctimas en siete de los ocho municipios del PDET, sin que haya 

sido posible ejecutar por parte de las autoridades, acciones de desminado por la 

presencia de grupos armados, según la información oficial. Los ocho municipios 

están pendientes de intervención y pendientes de priorización para ser 

asignados a un operador de desminado humanitario (Descontamina Colombia, 

2020). También, las amenazas, masacres, desplazamientos forzados, y 

homicidios en persona protegida siguen ocurriendo, con importantes 

repercusiones en los procesos de reincorporación de excombatientes, por las 

amenazas a su seguridad física, tal como sucedió con el enlace territorial de CNR 

FARC que tuvo que salir del territorio por amenazas en su contra; sin embargo, 

las Alertas Tempranas no priorizan este grupo poblacional.  La ausencia de 
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garantías de no repetición, Continúan deteriorando la confianza de las 

organizaciones y comunidades en las entidades estatales.  

Para el Sur de Córdoba, los eventos de desplazamiento forzado de carácter 

masivo y los confinamientos, hacen parte de la actual dinámica de violencia en 

la zona. Los ataques y agresiones contra líderes sociales continúan, y persiste 

un alto riesgo de victimización por MAP y MUSE. Un factor adicional en la región 

es la utilización y el reclutamiento forzado de menores: para el primer semestre 

de 2020 algunas fuentes reportaron 40 eventos, en los que se habrían reclutado 

190 menores de edad. Según organizaciones sociales de la región, la alta 

presencia militar a trav®s de la ñFuerza de Tarea Aquilesò no ha significado una 

reducción del riesgo, ante la presencia de grupos armados en el territorio.  

En el Pacífico Medio, a pesar del desescalamiento del conflicto armado después 

de la firma del A.F., persisten disputas entre grupos armados en los territorios y 

problemas asociados a la implementación del A.F.  lo que ha generado 

afectaciones importantes: reclutamiento forzado, amenazas, desplazamiento 

forzado y agresiones contra activistas políticos, líderes sociales y defensores de 

Derechos Humanos. Esta violencia también es una limitante para el proceso de 

reincorporación de los excombatientes de las FARC, haciendo que la falta de 

garantías de seguridad sea la principal preocupación y el mayor desafío que 

enfrenta el proceso de reincorporación. 

Todos estos elementos representan dificultades para la implementación del A.F. 

y el desarrollo de su enfoque territorial. Por un lado, es notorio que la persistencia 

de la violencia impacta negativamente la confianza de las comunidades en la 

institucionalidad y. por otro, la ausencia de garantías de seguridad implica 

también la reducción de la participación calificada en la implementación del A.F., 

incluso llegando al punto en que líderes y organizaciones manifiestan que dicha 

participación está dando lugar a un mayor riesgo de sufrir ataques.  

 

2. Centralismo y debilidad institucional a nivel territorial. Límites en la 

articulación y coordinación interinstitucional.  

El enfoque territorial del A.F. implica profundizar los procesos de 

descentralización administrativa y también una serie de garantías para la 

participación de las comunidades en la construcción del desarrollo territorial, lo 

que se constituye en un reto importante teniendo en cuenta que la gran mayoría 

de los municipios de las tres zonas son categoría 6ª y tienen una alta 

dependencia de los recursos de las transferencias del nivel nacional. Para las 

tres zonas, la implementación del A.F. ha representado la ejecución de diversas 

agendas de intervención estatal que no alcanzan adecuados niveles de 

articulación entre entidades de distinto ámbito territorial, las comunidades y las 

organizaciones; lo que ha sido resaltado por varias organizaciones sociales, 

incluyendo a las entidades creadas en el marco del A.F. como las del Sistema 

Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Reparación ïSIVJRNRï.  
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En materia de PDET, para el Catatumbo fue publicada la Hoja de Ruta Única ï

HRUï que hizo un análisis de escenarios-meta y definió las apuestas regionales 

de desarrollo. Así mismo, para los ocho municipios y dos sujetos colectivos 

étnicos, ordenaron y clasificaron las iniciativas resultantes del proceso de 

planificación, de acuerdo con su importancia estratégica, ordenamiento que 

reflejó un desbalance entre los pilares. Para los PDET del Sur de Córdoba y el 

Pacífico Medio este proceso no se ha surtido en su totalidad. En el documento 

publicado para el Catatumbo no es claro de qué forma se articulan los distintos 

planes que exige el Plan Nacional de Desarrollo ïPNDï. Para el Catatumbo y el 

Sur de Córdoba1 en el marco de los planes de las Zonas Especiales de 

Intervención Integral ïZEIIï fueron publicados los  Planes de Aceleración de los 

PDET ïademás de otras intervenciones complementarias de protección y 

fortalecimiento del Estado Social de Derechoï que incluyen una serie de 

acciones derivadas de los Planes de Acción para la Transformación Regional ï

PATRï para su implementación en el corto y mediano plazo, que no  da cuenta 

en su construcción de la participación comunitaria en la priorización y 

seguimiento, ni se incluyen indicadores de seguimiento.  

Frente al desarrollo de obras y la estructuración y aprobación de proyectos, en 

el Catatumbo, la mayor fuente de financiamiento proviene del OCAD Paz, cuya 

inversión se ha concentrado en infraestructura vial.  Las obras PDET son obras 

de poco alcance y las obras por impuestos financian acciones de poca 

envergadura y de gasto corriente, como la dotación de los centros educativos. 

Para el Sur de Córdoba, las obras están dirigidas casi por partes iguales a la 

construcción y mejoramiento de vías, y a la construcción y mejoramiento de 

infraestructura educativa. El Pacífico Medio muestra mínimos avances en la 

ejecución de obras y la aprobación de proyectos. 

En materia de reincorporación todavía no existe claridad sobre las 

responsabilidades de las autoridades locales. La ST destaca que la Agencia para 

la Reincorporación y Normalización ïARNï haya avanzado en la inclusión de la 

política de reincorporación en planes de desarrollo del nivel territorial que 

incluyen metas e indicadores sobre la sostenibilidad económica de los proyectos 

productivos, acceso a proyectos de vivienda, educación, seguridad y reducción 

de la estigmatización.  En el Catatumbo hay varios proyectos productivos 

colectivos e individuales con apoyo de la institucionalidad y la cooperación 

internacional, en lo que contribuye el Consejo Territorial de Reincorporación ï

CTRï de Norte de Santander. En el Sur de Córdoba fue creada la Mesa Técnica 

para población reincorporada que ha continuado con los procesos de tipo 

productivo y social, más de carácter individual que colectivo. En el Pacífico Medio 

las entidades locales han avanzado en acciones de articulación con Naciones 

Unidas y con entidades del nivel nacional.  

 
1 En este caso integrada con el Bajo Cauca Antioqueño. Incluye a todos los municipios PDET 
excepto Valencia. 
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Un evento importante que representa una oportunidad de involucrar mejor a las 

entidades territoriales y al sector privado es la implementación de modelos de 

sustituci·n de cultivos alternativos como ñHecho a la Medidaò en Sardinata, en 

los cinco municipios del Sur de Córdoba y en Timbiquí, lo que podría impulsar 

un proceso de sustitución descentralizado acorde a las necesidades específicas 

de cada región. Esto también significa un reto pues requiere fortalecer a las 

entidades locales que no cuentan con recursos ni con la capacidad para llevar a 

cabo uno de estos programas, en el marco de la dependencia de los recursos 

disponibles de la Dirección de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito ïDSCIï. 

Finalmente, los principales retos en materia de implementación continúan siendo 

fortalecer a las entidades locales desde el punto de vista administrativo y 

financiero, mejorar la articulación entre entidades de distinto nivel territorial y 

entre éstas y las autoridades étnicas, y los sujetos de reparación colectiva y entre 

las distintas herramientas de planificación en las zonas, como lo indica el PND 

respecto de la HRU. 

 

3. Presencia de economías ilegales  

Los tres territorios PDET analizados tienen presencia de distintas economías 

ilegales que confluyen con la continuidad de la violencia y obstaculizan una plena 

implementación del A.F.  

El narcotráfico es quizá la economía ilegal de mayor extensión tanto en el 

Catatumbo como en el Sur de Córdoba. Mientras que en el Pacífico Medio 

parece predominar la minería ilegal. Es importante notar que estas economías 

son complementarias por lo que la intervención gubernamental debe ser integral.  

En el Catatumbo, el narcotráfico es un fenómeno arraigado e involucra todas las 

fases de la cadena desde la plantación de cultivos de coca hasta el embarque al 

exterior por fronteras terrestres. De hecho, según el Observatorio de Drogas de 

Colombia, los ocho municipios que conforman el PDET Catatumbo concentran 

el 26,5% del total de cultivos de uso ilícito del país. Además, Según UNODC 

(2020) en esta región se ubica uno de los enclaves productivos identificados en 

el 2019. 

En el 2020 aumentaron tanto las hectáreas de cultivos de uso ilícito como la 

producci·n de clorhidrato de coca²na, lo que posiciona al Catatumbo como ñel 

tercer nodo más importante para la producción ilícita de cocaína del pa²sò 

(UNODC, 2020, p.81).  

A pesar de la magnitud del fenómeno en la región, habitantes han reclamado por 

la inexistencia de una política de sustitución de cultivos, esto, en la medida en 

que el PNIS únicamente hace presencia en dos municipios y ha presentado 

importantes rezagos. Además, los nuevos modelos de sustitución, que son una 

oportunidad para impulsar el desarrollo productivo de la región tampoco tienen 

avances importantes. De hecho, la estrategia ñHecho a la Medidaò solo ha 
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avanzado en Sardinata. Esta situación es preocupante pues se convierte en un 

desincentivo para la sustitución en una región con fuertes incentivos criminales 

para mantener los cultivos. 

Por su parte, el Sur de Córdoba, concentra según el Observatorio de Drogas de 

Colombia el 1,86% de las hectáreas de cultivos de coca del país. A pesar de la 

disminución de cultivos en 2020 y de la presencia del PNIS, el problema persiste. 

Por un lado, la tensión entre cultivadores y la fuerza pública por labores de 

erradicación es constante. Por el otro, hay reportes que indican que familias 

inscritas al PNIS se han desplazado a sembrar o raspar coca a otras zonas por 

los rezagos del PNIS (FIP, 2020). Es así que existe un alto riesgo de resiembra 

pues hay incentivos criminales para mantener los cultivos o volver a sembrar y 

existe el riesgo de que los campesinos cocaleros se trasladen a otras economías 

ilícitas como la minería ilegal. Córdoba es el cuarto departamento más afectado 

por la explotación ilegal de oro de aluvión (El Tiempo, 2019).  

En cuanto al Pacífico Medio, los cuatro municipios que componen el PDET 

concentran el 2,7% del total de cultivos de uso ilícito del país (Observatorio de 

Drogas de Colombia, 2020). UNODC (2020) identificó en esta región un enclave 

productivo de clorhidrato de cocaína. El enclave2 ñEl Nayaò comprende parte de 

los municipios de L·pez de Micay y Buenaventura que ñocupa el 1% del territorio 

de la región y contiene el 2,5% de la coca de la regi·nò (UNODC, 2020, p.68). 

Esto ha propiciado la aparición de nuevas organizaciones criminales tanto 

nacionales como internacionales y grupos armados ilegales que buscan ejercer 

el control de estas zonas. En esta zona, no hay familias inscritas al PNIS a pesar 

de que en Guapi se firmó un Acuerdo Colectivo de Sustitución. Sin embargo, es 

positivo que la DSCI haya avanzado en la construcción del modelo alternativo de 

sustituci·n ñHecho a la Medidaò junto a la gobernaci·n del Cauca en el municipio 

de Timbiquí. La ST considera prioritario que la intervención en materia de drogas 

que se haga en el territorio no se limite a la erradicación de cultivos, sino que 

atienda los demás eslabones de la cadena del narcotráfico. Es además 

importante que se contemple la relación que el narcotráfico tiene con otras 

economías ilegales como la minería ilegal que ha generado conflictividades 

sociales en la región, así como enfrentamientos entre grupos armados 

organizados que recurren a la extracción de rentas de la minería ilegal como 

fuente de financiación. En esta región hay un alto riesgo de que pobladores de 

la región y regiones aledañas abandonen los cultivos de uso ilícito para dedicarse 

a la minería ilegal de gran escala. 

  

 
2 Zona con ñcondiciones propicias para la producci·n de hoja de coca, su transformaci·n a base 

o clorhidrato de coca²na y su posterior tr§fico a centros de consumo en Colombia y el exteriorò 
(UNODC, 2020, p.17). 
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4. Emergencia sanitaria por el COVI D-19 

La contingencia sanitaria y el aislamiento por el COVID-19 ha generado múltiples 

afectaciones a la implementación presupuestal del A.F., al cumplimiento de las 

agendas y los cronogramas establecidos, así como en las condiciones de 

seguridad territoriales y la protección de la población.  

La ST resalta que, en las tres regiones, el COVID-19 ha sido un factor que ha 

afectado la dinámica de implementación en materia de reincorporación, en la 

sustitución de cultivos de uso ilícito y en la implementación del SIVJRNR.   

Respecto al proceso de reincorporación, en general, la ST resalta el 

estancamiento de la producción y la comercialización de los productos 

provenientes de los proyectos productivos de los excombatientes. A pesar de la 

situación, en el PDET del Catatumbo, los excombatientes han podido trabajar 

con el Grupo Territorial de la ARN en Norte de Santander en materia de 

acompañamiento, apoyo y asistencia técnica virtual (Reunión de la ST con el 

enlace del CNR FARC en el Catatumbo, 17 de noviembre de 2020). En el 

departamento de Córdoba, las afectaciones a los proyectos productivos, incluyen 

la disminución de los ingresos de las asociaciones de economía solidaria, lo que 

ha impactado la operatividad de los mismos (CNR FARC, 2020). En los 

municipios del PDET del Pacífico Medio, los impactos se presentaron en la 

comercialización de productos por el incremento de los precios en la zona, la 

falta de asistencia técnica por problemas en la conectividad y de herramientas 

tecnológicas y las pérdidas en la producción, así como los retrasos en las 

actividades administrativas debido a la restricción en la movilidad y la situación 

regional de seguridad (CNR FARC, 2020).  

Frente a la atención de casos positivos o sospechosos de COVID-19, los 

excombatientes en el AETCR de Caño Indio en Tibú, han recibido asistencia de 

la ARN mediante jornadas de salud y la adopción de medidas de bioseguridad y 

de autoprotección, así como restricciones de visitas en el espacio territorial (Ibíd). 

Sin embargo, de acuerdo con el componente FARC en el CNR, el AETCR no 

cuenta todavía con espacios de aislamiento para casos positivos o sospechosos 

de COVID-19 ni tampoco con un servicio de suministro de agua las 24 horas 

(Reincorporación FARC, 2020).  

La emergencia sanitaria por el COVID-19 también agudizó los rezagos en la 

implementación del PNIS, en particular en el cumplimiento del Plan de Atención 

Inmediata ïPAIï familiar, en particular en lo relativo a la implementación de los 

proyectos productivos y a la entrega de la asistencia técnica en los PDET del 

Catatumbo y el Sur de Córdoba. La Fundación Ideas para la Paz (2020) registró 

que la ART ha tenido que aplazar la entrega de recursos por las restricciones a 

la movilidad. Sin embargo, los beneficiarios del PNIS consideran que la 

emergencia sanitaria ha sido ñinstrumentalizadaò por el Gobierno para justificar 

los retrasos e incumplimientos. 

http://ideaspaz.org/media/website/FIP_CapitolioTerritorio_Vol5_ImpactoSeguridadCovid_Final.pdf
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Asimismo, las restricciones impuestas por la emergencia han afectado el 

funcionamiento de las entidades del SIVJRNR. Su atención se virtualizó y se 

eliminaron las actividades que implicaban desplazamiento y contacto social a 

razón del confinamiento obligatorio. Pese a esto, paulatinamente en algunas 

entidades se está retomando la presencialidad de ciertas actividades con 

medidas de bioseguridad. 

 

5. Aspectos fiscales de la implementación  

Hacer seguimiento a los compromisos fiscales de la implementación del A.F. en 

los territorios PDET no es fácil. En términos generales, hay dificultades para 

hacer seguimiento al gasto ejecutado en las tres regiones PDET seleccionadas 

por diversas razones: dispersión y heterogeneidad de la información, 

inexistencia de información consolidada sobre la ejecución de recursos, y porque 

la puesta en marcha de las Hojas de Ruta Única recién empieza. 

Para los 16 territorios PDET, el CONPES 3932 de 2018 permitió hacer una 

estimación sobre los costos de la implementación a 15 años. La estimación inicial 

para Catatumbo fue de $3,4 billones, para el Sur de Córdoba $4,19 billones y 

para el Pacífico Medio $3,16 billones. 

Sin embargo, la Hoja de Ruta Única de Catatumbo y del Sur de Córdoba hizo 

una nueva estimación, al considerar criterios distintos a los del CONPES. De 

esta forma, la nueva estimación para el Catatumbo es $4,6 billones, un 35% más 

que la primera y para el Sur de Córdoba es de $3,9 billones, un 7% menos que 

la primera. Para el Pacífico Medio no es posible conocer esta estimación, en la 

medida en que no ha finalizado la construcción de la HRU. 

En dos de las regiones escogidas, no hay presiones fiscales para financiar el 

costo de la implementación en términos agregados. Según la HRU de Catatumbo 

y Córdoba Sur, los recursos disponibles de las nueve fuentes de financiación son 

mayores al costo de la implementación. No obstante, para la región del 

Catatumbo hay cuatro sectores que no cuentan con la financiación suficiente 

para la implementación mientras que los otros cinco cuentan con un saldo 

positivo de presupuesto. Para la región del Sur de Córdoba no fue posible 

conocer la financiación por sector, pero si por fuente de financiación. Finalmente, 

para la región Pacífico Medio aún no se conoce detalladamente como será 

financiada la implementación.  

Por otro lado, la ART (2020) reporta en su página que la ejecución recursos ha 

sido de $226.313 millones en el Catatumbo, un 4,8% del costo total de la 

implementación, para el Sur de Córdoba $97.167 millones, un 2,51% del costo 

total de la implementación y para Pacífico Medio $14.136 millones, un 0,45% del 

costo total de implementación. La ST advierte que, para las tres regiones, a este 

ritmo de ejecución, la implementación tomará más de los 15 años estimados 

inicialmente.  
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Para 2021 están planeadas inversiones de gran magnitud en la región del 

Catatumbo, donde hay cinco grandes proyectos que suman una inversión de 

$320.709 millones en total. En la región de Pacifico Medio también hay cinco 

proyectos que suman una inversión de $343.468 millones. Si en las dos regiones 

se ejecutan los recursos planeados, el 2021 sería el año de mayor inversión 

desde que comenzó la implementación de los PDET. Para la región de Sur de 

Córdoba la ST no tuvo acceso a esa información debido a que la región no cuenta 

con el documento de las sesiones institucional. 
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INFORME DE LA IMPLEMENTACIÓN DEL PUNTO 1           

òREFORMA RURAL INTEGRALó 

 

El A.F. propuso una reforma del sector rural colombiano mediante una combinación 

de estrategias y medidas dirigidas a ampliar el acceso y disminuir la alta concentración 

de la propiedad rural, propiciar la formalización de la tenencia de la tierra, mejorar el 

ordenamiento del territorio y permitir un mayor acceso a la justicia (catastro 

multipropósito, zonificación ambiental, medidas alternativas de resolución de 

conflictos, jurisdicción agraria, promoción de las Zonas de Reserva Campesina ð

ZRCð, entre las principales). Cuenta con una visión de paz territorial que busca un 

desarrollo desde el territorio, con amplia participación de los pobladores, para lo cual 

se priorizó un conjunto de 170 municipios y se estableció un conjunto de planes 

nacionales sectoriales, los Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral ð

PNRRIð, que buscan el cierre de brechas entre las zonas urbanas y las rurales en 

materia de derechos económicos, sociales y culturales y un mayor acceso a bienes y 

servicios. 

En efecto, en la combinación de estrategias y medidas tendientes a ampliar el acceso 

y mejorar la distribución de la tierra rural propuestas por el A.F. se encuentran 

mecanismos para propiciar el ordenamiento del territorio, aumentar las posibilidades 

de acceso a tierras, propender por un mayor acceso a la justicia y generar 

mecanismos alternativos de resolución de conflictos. 

Las prioridades establecidas en este VIII informe, para analizar el proceso de 

construcción de desarrollo territorial planteado por el A.F., son los avances normativos 

y de implementación en terreno, los aspectos relacionados con el acceso y la 

formalización de tierras como lo son el Catastro Multipropósito ðCMð y la 

Jurisdicción Agraria y el curso seguido por los Planes de Acción para la 

Transformación Regional ðPATRð y los PNRRI. 

De esta manera, se abordará el análisis del proyecto de ley para la creación de una 

especialidad rural y agraria (PL 134/2020C) presentado por el Gobierno Nacional al 

Congreso el 20 de julio de 2020, que busca responder al compromiso del A.F. de 

crear una Jurisdicción Agraria. Otros aspectos tienen que ver con la normatividad 

relacionada con medidas de acceso a tierras, como la aprobación del Subsidio para 

compra de tierras, previsto por el A.F. Finalmente, se analizarán los avances en la 

implementación del CM. 

En cuanto a los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial ïPDETï, se tendrán 

como elementos centrales de referencia para el análisis de avances y retos de la 

implementación, la Hoja de Ruta Única ïHRUï del Catatumbo que, al ser el piloto, 

permitirá ver las implicaciones que esta herramienta, creada por fuera del A.F. en el 

PND 2018-2022, tiene sobre la planeación integral del desarrollo territorial en las 

subregiones PDET. Al mismo tiempo, se conoció en el período considerado, otro 

mecanismo no previsto por el A.F. que puede tener implicaciones importantes en la 
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construcción de paz territorial: los planes para las Zonas Integrales de Intervención 

Integral ðZEIIð, aprobados por el Consejo de Seguridad Nacional en el marco de la 

Ley de orden público y que atañen, por lo menos, a seis de las subregiones PDET.  

Así mismo, se abordarán los avances en la aprobación y ejecución de obras en los 

municipios de las subregiones PDET con los tres mecanismos hasta ahora utilizados: 

Obras PDET, los proyectos financiados con recursos de la asignación para la paz del 

SGR -en especial los que se aprueban en el OCAD PAZ- y los proyectos financiados 

bajo el mecanismo de Obras por Impuestos (mecanismos que fueron modificados 

recientemente).  

Finalmente se verificarán los avances en la aprobación e implementación de los 

PNRRI. 

 

1.  Contexto general 

1.1. Se conocen los datos de pobreza de 2019  

Durante el periodo de este informe, el Departamento Nacional de Estadística ð

DANEð publicó las cifras de pobreza monetaria para el 2019. Como se aprecia en la 

Tabla 1, el porcentaje de personas clasificadas como pobres a nivel nacional3 se 

incrementó un punto porcentual entre 2018 y 2019. La población en pobreza extrema 

se incrementó en 1,4 puntos porcentuales. En la zona rural (centro poblado y rural 

disperso) el aumento fue superior: 1,5 en pobreza y 3,1 puntos porcentuales en 

pobreza extrema, situación que casi reversa por completo los avances que en esta 

materia se habían obtenido desde 2016. En términos de población afectada, según el 

DANE (2020), estas cifras significan que, en la zona rural colombiana, 5,2 millones de 

personas no tienen los ingresos necesarios para atender sus necesidades y que para 

2,1 millones de personas los ingresos no son suficientes para satisfacer la canasta 

alimenticia básica. Por su parte, la desigualdad de ingresos en las zonas rurales, 

medida con el índice de Gini, aumentó de 0,446 a 0,456, siendo el aumento más alto 

que en las cabeceras municipales (0,407 en 2018; 0,505 en 2019). 

  

 
3 Según la metodología recientemente actualizada por el DANE, se considera que una persona es 

pobre si sus ingresos mensuales son menores o iguales a $327.674 para el total nacional, cifra que es 
de $210.969 en centros poblados y rural disperso. Para pobreza extrema, el valor es de $137.350 para 
el total nacional y de $106.924 en centros poblados y rural disperso (DANE, 2020).  
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Tabla 1. Incidencia de la Pobreza Monetaria y de la Pobreza Monetaria Extrema por 

dominio geográfico. 2016-2019 (% de la población) 

Dominio geográfico 2016 2017 2018 2019 

Pobreza monetaria 

Nacional 36,2 35,2 34,7 35,7 

Cabeceras 32,4 31,9 31,4 32,3 

Centros poblados y rural disperso 48,8 46,2 46,0 47,5 

Pobreza monetaria extrema 

Nacional 9,9 8,4 8,2 9,6 

Cabeceras 6,9 6,0 5,8 6,8 

Centros Poblado y rural disperso 20,1 16,6 16,2 19,3 

Fuente: DANE, 2020.  

Las cifras oficiales muestran que la incidencia de la pobreza disminuyó frente al 2016, 

año de la firma del A.F. (DANE, 2020). La brecha urbano-rural existente en 2016 -

cuando la pobreza rural era 1,51 veces la urbana- disminuyó también en 2017 a 1,45 

veces. Este esfuerzo, no obstante, se pierde entre 2017 y 2019 cuando aumenta la 

pobreza rural a 1,47 veces la urbana. Estos datos son relevantes en razón a las metas 

del A.F. de reducción de la pobreza rural y de eliminación de la pobreza extrema rural 

a través de las medidas de la RRI y particularmente por medio de los PNRRI, con 

prioridad en las zonas PDET y concentrando el esfuerzo en los primeros cinco años 

(A.F. 1.3). Como la información sobre pobreza monetaria solo se presenta a nivel 

departamental y no municipal, no es posible analizar su evolución en los municipios 

PDET. A nivel municipal solo se cuenta con indicadores como el IPM y NBI, para 

2018, con la información del Censo de Población realizado ese año.  

La información del DANE muestra que en el país, en 2019, se dio un retroceso en el 

objetivo de disminuir la pobreza y la coyuntura sanitaria causada por la pandemia del 

COVID-19 no parece contribuir a hacerlo: por el contrario, distintos analistas 

consideran que, como consecuencia de las medidas de restricción tomadas para 

mitigarla, el aumento de la pobreza será muy fuerte4, por lo cual deberán hacerse 

esfuerzos adicionales para consolidar la implementación integral del A.F. con el fin de 

cumplir con estas metas y lograr un impacto positivo en las condiciones de vida de la 

población, especialmente de la rural. 

 

 
4 Fedesarrollo estima que la pobreza alcanzará un nivel entre 47% y 49% y la pobreza extrema 14% 

(La República, 19 de octubre de 2020). Para otros expertos, la situación sería aún más crítica: Luis 
Jorge Garay estima que la pobreza llegaría al 60% y la pobreza extrema al 20% (Infobae, 19 de octubre 
de 2020). Por su parte, Manuel Muñoz, profesor de la Universidad Nacional, estima que la incidencia 
de la pobreza en 2020 podría alcanzar por lo menos el 50% (UN Periódico Digital, 24 de octubre de 
2020).  
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1.2. Pandemia 

Durante el período considerado, el crecimiento de los contagios por el COVID-19 ha 

sido fuerte. Colombia contaba, a 30 de noviembre de 2020, con más de 1,3 millones 

de casos confirmados y cerca de 37.000 personas fallecidas.  

Según el Monitor de COVID-19 en municipios PDET (Goebertus, 2020), a 22 de 

noviembre de 2020, se habían presentado 93.350 casos en municipios PDET; esto 

es el 7,4% de los casos frente a una población que representa en su conjunto el 13,9% 

de la población nacional. Sin embargo, pese a la menor incidencia, el porcentaje de 

letalidad es de 3,9% en los municipios PDET, superior al del total nacional que es de 

2,8%. La débil infraestructura de salud, se manifiesta en la inexistencia de Unidades 

de Cuidado Intensivo ðUCIð en el 95% de los municipios PDET, así como la menor 

tasa de pruebas por cada 10.000 habitantes que es de 928,6 para el país y de menos 

de la mitad, 446,7 para los municipios PDET (a 9 de noviembre). A 27 de noviembre, 

168 de los 170 municipios PDET tenían casos de COVID-19 reportados.  

Esta situación al tiempo que pone de relieve el atraso de las zonas rurales del país, 

ha impactado y seguirá impactando la implementación del A.F. en varios aspectos: 

en primer lugar, las medidas de confinamiento han dejado a la población más 

expuesta al accionar de los grupos armados, ha debilitado la construcción comunitaria 

de tejido social y ha limitado la participación comunitaria en los procesos de política 

pública. Adicionalmente, puede haber contribuido a que ciertos procesos retrasen su 

implementación (obras públicas y acciones de educación, por ejemplo). En medio de 

la coyuntura sanitaria el gobierno informó sobre la realización de sesiones 

institucionales (38 hasta el 30 de noviembre) entre autoridades locales, regionales y 

nacionales y entidades de cooperación internacional, de las que surge la propuesta 

de institucionalizar Mesas de Impulso por cada uno de los pilares en todas las zonas 

(128 en total) para elaborar planes de trabajo y hacer seguimiento a la implementación 

(CPEC, 2020a, pp. 6-7). En el desarrollo de estas acciones no se encuentran 

mecanismos de participación comunitaria. 

 

1.3. Avances normativos 

Durante el período en consideración el presidente de la República sancionó algunas 

normas de interés para la implementación del A.F. En primer lugar, el Presupuesto 

General de la Nación 2021; en segundo lugar, la Ley 2056 de 30 de septiembre de 

2020, ñpor la cual se regula la organización y el funcionamiento del Sistema General 

de Regalíasò ðSGRð, cuyo décimo objetivo es ñFomentar la estructuración y 

aprobación de proyectos de inversión que permitan la implementación del Acuerdo 

final para la terminación del conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, 

en los términos establecidos en las normas vigentesò (Art. 2).  

Durante el período se expidió el Decreto 1223 de 4 de septiembre de 2020 por el cual 

se modifica la estructura de la Agencia de Renovación del Territorio ðARTð, con el 

fin de adecuarla a las necesidades de implementación de la HRU. En particular, se 

agregan funciones relacionadas con la articulación y coordinación con las entidades 
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competentes y el establecimiento de estrategias para la promoción del desarrollo 

económico, social y productivo para el desarrollo rural con enfoque territorial, 

incluyendo lo relacionado con la sustitución de cultivos ilícitos en las zonas 

priorizadas, y la ñadop[ción de] estrategias para articular las políticas sectoriales y las 

prioridades de las entidades territoriales, con las estrategias, metas y recursos para 

la ejecución de la política para el desarrollo rural con enfoque territorial y sustitución 

de cultivos de uso ilícito, en el marco de las competencias de la Agenciaò (Art. 1). La 

Dirección de Programación y Gestión para la Implementación, creada en el nuevo 

decreto, tiene a su cargo la implementación de los PDET5 y de las Hojas de Ruta 

Integral6 para la articulación interinstitucional (Art. 11). La Dirección de Estructuración 

y Ejecución de Proyectos define los objetivos, metas y plan de acción para la 

estructuración y ejecución de los programas y proyectos de intervención territorial, a 

través de subdirecciones sectoriales. El nuevo decreto integra las modificaciones 

realizadas por medio de los Decretos 2096 de 2016 y 2107 de 2019, el cual creó la 

Dirección de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito como una dependencia con 

autonomía administrativa y financiera, encargada del diseño y puesta en marcha de 

los procesos para la implementación del Programa Nacional Integral de Sustitución 

de Cultivos Ilícitos ðPNISð.  

 

2. Análisis por tema 

2.1. Tema 1: Acceso a tierras 

Para la transformación del campo, el A.F. dispuso un conjunto de medidas tendientes 

a lograr un mayor acceso a la tierra rural de la población que no la tiene o la tiene en 

forma insuficiente, para mejorar el alto grado de informalidad en la tenencia de la tierra 

rural, así como para promover la regularización de los derechos de propiedad y el uso 

adecuado de la tierra. De allí que las principales medidas hayan sido la conformación 

de un Fondo de Tierras para la distribución gratuita de tres millones de hectáreas 

durante los primeros 12 años desde su creación (AF. 1.1.1.), la formalización de siete 

millones de hectáreas rurales (A.F. 1.1.5), la creación de la Jurisdicción Agraria y de 

mecanismos de resolución de conflictos de tenencia y uso (A.F. 1.1.8), la formación y 

actualización del catastro e impuesto predial rural del sistema de Catastro 

Multipropósito (A.F. 1.1.9), la zonificación ambiental (A.F. 1.1.10) y la creación y 

apoyo de ZRC (A.F. 1.1.10) 

 
5 Ente las principales funciones: definición de objetivos, metas y modelos, dirigir la implementación de 

la hoja de ruta de articulación interinstitucional, proponer mecanismos de participación de actores 
territoriales, orientar la perspectiva diferencial étnica, cultural de género y generacional, definir criterios 
para la programación de los distintos componentes, gestionar la oferta institucional con las entidades 
de los niveles nacional y territorial; proponer y ejecutar la estrategia de fortalecimiento institucional; 
definir la estrategia de gestión de recursos . 
6 Aunque en la parte motiva del decreto se menciona la Hoja de Ruta Única, en la parte resolutiva se 
menciona la Hoja de Ruta Integral, tanto en el Art. 11 como en el Art. 12 y ya no se menciona como 
HRU.  
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A continuación, se presenta el estado actual de los subtemas relacionados con la 

creación de la Jurisdicción Agraria, la formación y actualización del catastro rural y la 

creación de un subsidio para compra de tierras. 

 

2.1.1. Eventos prioritarios en el período que cubre el informe 

a. Creación de la Jurisdicción Agraria y de mecanismos de resolución 

de conflictos de tenencia  

Un punto central del A.F. (1.1.8) es el compromiso con la creación de una Jurisdicción 

Agraria, que contribuya a la seguridad jurídica de la tenencia de la tierra y a la 

resolución legal de los conflictos que antes se tramitaban por la vía armada. No es la 

primera vez que en Colombia se busca contar con una jurisdicción agraria, sin que 

hasta ahora se haya logrado llevar a la práctica. 

El Gobierno Nacional, presentó al Congreso el Proyecto de Ley 134/2020C, que ya 

empezó su trámite y fue aprobado en segundo debate.   

 

b. Catastro multipropósito  

El A.F. (1.1.9) establece la necesidad de crear un Sistema General de Información 

Catastral que, en un plazo de 7 años, permita la formación y actualización del catastro 

rural, vincule el registro de los inmuebles rurales, y se ejecute en el marco de la 

autonomía municipal. La necesidad de contar con un nuevo catastro multipropósito 

es reconocida por todos los actores. En junio de 2016 se aprobó el Documento 

Conpes 3859 con la Política para la Adopción e Implementación de un catastro 

multipropósito rural-urbano (DNP, 2016). Posteriormente, como se reseñó en el sexto 

informe de verificación (STCVI, 2019), se modificó la política y se aprobó un nuevo 

documento Conpes 3958 de marzo de 2019 en el cual se recogen los lineamentos 

contenidos en las bases del Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. En dicho 

documento, se hace mención explícita del A.F. y se espera que entre los 650 

municipios que deberán contar con catastro actualizado a 2022, se encuentren los 

170 municipios PDET.  

El principal evento en el período es la habilitación de cinco nuevos gestores 

catastrales, con lo cual se llega a 17 gestores habilitados. Son los nuevos: el 

departamento de Cundinamarca, el municipio de Fusagasugá, el distrito de Santa 

Marta, el municipio de San José de Cúcuta y Rionegro. 

 

c. Otros mecanismos de acceso a tierras 

Entre los mecanismos para el acceso a tierras previstas por el A.F. (1.1.2) se 

encuentran los subsidios para compra de tierras en zonas priorizadas, con medidas 

específicas para facilitar el acceso de las mujeres. En respuesta a esta disposición, 

el Gobierno reglamentó mediante Decreto 1330 de octubre 6 de 2020, la operación 

del Subsidio Integral de Acceso a Tierras ðSIATð, creado por el Decreto 902 de 
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2017 (Arts. 29-31), en consonancia con lo establecido en dicho decreto y en la Ley 

160 de 1994.  

Los predios adquiridos a través del subsidio, serán destinados a la constitución de 

una UAF7 y el monto no podrá superar el equivalente a 93 SMMLV, hasta tanto la 

ANT actualice dicho valor. Así mismo, la Agencia de Desarrollo Rural ðADRï, podrá 

adjudicar un subsidio para la implementación del proyecto productivo.  

Adicionalmente, el 24 de noviembre se expidió el Decreto 1543 de 2020 que 

reglamenta una disposición del PND por la cual la Sociedad de Activos Especiales ð

SAEð puede transferir a excombatientes el derecho de dominio de predios rurales 

provenientes de procesos de extinción de dominio, para el desarrollo de proyectos 

productivos individuales o colectivos.  

 

2.1.2. Análisis: avances, retrasos, deficiencias y controversias 

identificadas 

a. Creación de la Jurisdicción Agraria y de mecanismos de resolución 

de conflictos de tenencia (A.F. 1.1.8)  

Antecedentes históricos de la jurisdicción  

En Colombia se ha buscado en varias ocasiones contar con una jurisdicción agraria. 

Los primeros intentos se hicieron en las Leyes 200 de 1936, Ley 4ª de 1943 y Ley 4ª 

de 1973 (que crea la Sala Agraria del Consejo de Estado). Posteriormente en 1987, 

la Ley 30 otorgó facultades extraordinarias al presidente de la República para crear y 

organizar la jurisdicción agraria, la cual fue aprobada mediante Decreto 2303 de 1989. 

De acuerdo con este decreto, la jurisdicción agraria hacía parte de la jurisdicción 

ordinaria, es decir, sujeta al conocimiento y decisión de las autoridades judiciales 

ordinarias. Según el experto Manuel Ramos, la jurisdicción agraria tenía carácter 

permanente y era ejercida por los Jueces Agrarios, las Salas Agrarias de los 

Tribunales Superiores y la Sala de Casación Civil y Agraria de la Corte Suprema de 

Justicia. El Estatuto de la Jurisdicción Agraria, creado por el citado decreto, entró en 

vigencia en junio de 1990 y tenía previsto un funcionamiento gradual. Originalmente 

se crearon 115 juzgados agrarios, radicados en las cabeceras de los respectivos 

Distritos Judiciales, pero funcionaban como jueces itinerantes para garantizar la 

inmediación y la gratuidad de la justicia. Se definió la creación de 23 Salas Agrarias 

en los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, para resolver apelaciones, quejas y 

consultas y una Sala de Casación Civil y Agraria de la CSJ (Ramos, 2004).  

 
7 Definidas como aquella que permita a una familia generar entre 2 y 2,5 SMMLV. Se establece que el 

Consejo Directivo de la ANT deberá adoptar la metodología para el cálculo de las UAF, a partir de la 
propuesta que haga la UPRA (Art. 2.14.22.1.4.). 
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Los jueces Agrarios tenían como poderes y deberes: (i) dictar sentencia ultra y extra 

petita8; (ii) aplicación oficiosa de normas; (iii) poderes de dirección e instrucción del 

proceso y (iv) poderes cautelares. 

El decreto 2303 de 1989 establecía que el Amparo de Pobreza9, se aplicaba para 

proteger a la parte más débil en las relaciones de tenencia de la tierra, beneficiaba a 

los resguardos y parcialidades indígenas y a los campesinos de escasos recursos. La 

implementación del Decreto, sin embargo, fue pobre: de las 23 Salas solo se crearon 

las de Antioquia y Cundinamarca; y de los 115 juzgados, solo se crearon tres en 

Antioquia (Ramos, 2004, p. 54). 

A raíz de los cambios introducidos por la Constitución de 1991, que reforma 

ampliamente la Rama Judicial, se promulgó la Ley Estatutaria de la Administración de 

Justicia, Ley 270 de 1996. Esta ley dispuso la suspensión de labores de los jueces 

agrarios, pasó el conocimiento de los casos a los jueces civiles y dio un plazo de dos 

años al Consejo Superior de la Judicatura ïCSJï para poner en funcionamiento, en 

su totalidad, la jurisdicción creada por el Decreto 2303 de 1989. Al no contar con 

recursos para la entrada en funcionamiento de las Salas y Juzgados Agrarios, la 

jurisdicción no llegó a operar y fue suprimida en 2012 mediante la expedición del 

Nuevo Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012, Art. 626, literal c).  

 

Proyecto de Ley 001-2018S 

En julio de 2018 el Gobierno Nacional presentó el Proyecto de Ley 001/2018 S, ñPor 

el cual se modifica la Ley 270 de 1996, Estatuaria de la Administración de Justicia, se 

establecen los mecanismos para la resolución de controversias y litigios agrarios y 

rurales y se dictan otras disposicionesò. Este proyecto, que buscaba responder al 

compromiso establecido en el A.F., fue archivado.  

 

Proyecto de Ley 134 C de 2020 

El proyecto de Ley 134 C 2020, ñPor el cual se crea una especialidad judicial agraria 

y rural, se establecen los mecanismos para resolución de controversias y litigios 

agrarios y rurales y se dictan otras disposicionesò actualmente se encuentra en trámite 

en el Congreso. Fue presentado por el Gobierno Nacional el 20 de julio de 2020.  

 
8 En el Código General del Proceso Ley 1564 de 2012, Art 281. Parágrafo 2º, se establece que ñen los 

procesos agrarios, los jueces deberán aplicar la ley sustancialò y ñque cuando una de las partes goce 
del amparo de pobreza, el juez de primera o de única instancia podrá, en su beneficio, decidir sobre lo 
controvertido o probado, aunque la demanda sea defectuosa, siempre que esté relacionado con el 
objeto del litigio. Por consiguiente, está facultado para reconocer u ordenar el pago de derechos e 
indemnizaciones extra o ultrapetita, siempre que los hechos que los originan y sustenten estén 
debidamente controvertidos y probadosò. Consultado en: 
https://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=48425&dt=S# 
9 El Código General del Proceso establece ñArtículo 151. Procedencia. Se concederá el amparo de 

pobreza a la persona que no se halle en capacidad de atender los gastos del proceso sin menoscabo 
de lo necesario para su propia subsistencia y la de las personas a quienes por ley debe alimentos, 
salvo cuando pretenda hacer valer un derecho litigioso a título onerosoò 
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Así como el proyecto anterior, este no se dirige a establecer una jurisdicción agraria, 

sino una especialidad. Entre los antecedentes de la presentación del proyecto, el 

Gobierno Nacional señala la necesidad de cumplir con lo dispuesto en el acto 

Legislativo 02 de 2017. Asegura también que, dada la naturaleza permanente de los 

conflictos agrarios en el país, se debe crear una justicia agraria de carácter 

permanente y no transicional. Frente a la posibilidad de crear una Jurisdicción Agraria 

el Ministerio de Justicia consideró que tal decisión implicaría: (i) la creación de una 

corte exclusiva como órgano de cierre; (ii) la posibilidad de generar ñchoques de 

trenesò con otras Cortes; (iii) la modificación de la Constitución Nacional y (iv) mayores 

costos fiscales que una Especialidad agraria. 

El objeto de la ley es regular ñel marco procesal que rige las actuaciones judiciales y 

mecanismos alternativos para la resolución de los litigios y controversias respecto de 

los derechos de propiedad, posesión, ocupación, uso y tenencia de bienes inmuebles 

ubicados en suelo rural, las relaciones económicas de índole agraria particularmente 

descritas en esta Ley y la legislación agraria vigenteò (Art. 1). 

Entre los principios establecidos, se destacan, por su relación con el A.F.: el 5°, 

Democratización del acceso y uso adecuado de la tierra; el 6°, Desarrollo integral del 

campo, que consagra la protección a la agricultura familiar y comunitaria; el 9°, 

Igualdad, equidad de género y protección reforzada, que promueve la participación 

de mujeres rurales y sujetos de especial protección constitucional y el 10°, Mujer rural.  

Extiende el amparo de pobreza (Art. 6), para los asuntos agrarios y rurales la 

gratuidad (Art. 5), y regula las decisiones ultra y extra petita10 (Art. 9) tanto para los 

casos en que la controversia se dirima en la Jurisdicción Contenciosa Administrativa 

(cuando interviene una entidad pública o el inmueble rural es de esta naturaleza), 

como para los litigios dirimidos por jueces ordinarios.  

El PL dispone así mismo la itinerancia de los jueces, de acuerdo con la 

reglamentación que expida el CSJ, con especial prioridad en los municipios de las 

subregiones PDET, y en otros especialmente vulnerables.  

La integración de la Especialidad Agraria y Rural, de acuerdo con la modificación 

propuesta en primer debate, será la siguiente. 

  

 
10 En una sentencia ultra petita, el juez otorga más de lo pedido a la parte, si se encuentra probado 

que tiene el derecho. Una sentencia extra petita el juez otorga, algo diferente a lo solicitado, pero a lo 
cual la parte tiene derecho. 
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Cuadro 1. Integración de la Especialidad Agraria y Rural 

Jurisdicción Ordinaria, Especialidad Agraria y Rural 

Sala de Casación Civil, Agraria y rural, Corte Suprema de Justicia (Tres magistrados) 

Salas Agrarias y Rurales de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial 

Juzgados Agrarios y Rurales del Circuito 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, Especialidad Agraria y Rural 

Sección Primera de la Sala de lo Contencioso administrativo del Consejo de Estado (dos 
subsecciones cada una con tres magistrados) 

Salas Agraria y rurales de los Tribunales Administrativos 

Juzgados agrarios y rurales administrativos 

Fuente: Proyecto de Ley 134/2020c. 

La Ley faculta al CSJ a crear los despachos judiciales requeridos, con énfasis en los 

municipios PDET, y dispone que en cada despacho agrario y rural se cuente con un 

conciliador en derecho y un facilitador que provea información a los ciudadanos para 

superar barreras de acceso a la justicia. La entrada en funcionamiento de los 

despachos se hará en un término no mayor a 30 meses de la promulgación de la ley, 

con énfasis en los municipios PDET.  

En cuanto a los aspectos que conocería la especialidad agraria y rural, se encuentran 

los litigios y controversias respecto de los derechos de propiedad, uso y tenencia de 

bienes inmuebles en suelo rural y los derivados a relaciones económicas de índole 

agraria (Art. 33). En el anexo 1, se presenta el listado de asuntos que se tramitan 

mediante el proceso agrario y rural. 

 

b. Catastro multipropósito 

Con la aprobación del Conpes 3958 de marzo 26 de 2019 se define la nueva 

estrategia para la implementación del Catastro Multipropósito y se reemplaza la 

política previamente definida. Se revisa la financiación y las metas de manera que en 

2022 se cuente con la actualización de 650 municipios, entre ellos los 170 PDET, para 

llegar al 100% en 2025. Esto implica aplazar dos años más el plazo inicial de siete 

años establecido en el Acuerdo Final (1.1.9) para concretar la formación y 

actualización del catastro rural (2023). La estrategia hace énfasis en el ñmodelo de 

gobernanza institucionalò, fortalece al IGAC como autoridad catastral, regulador y 

gestor de última instancia, y asigna a la Superintendencia de Notariado y Registro las 

funciones de inspección, vigilancia, control y sanción.  

A 30 de noviembre de 2020, los avances en la implementación del CM pueden 

resumirse así: 

El Gobierno Nacional ha priorizado 145 municipios para la realización del CM de los 

cuales 78 son municipios PDET (ver Tabla 2). 

Existen varias fuentes de financiación para la realización del CM. 
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De 79 municipios que se financiarán con el crédito del BM y del BID, 39 están en 

alguna subregión PDET. 

Solamente el PDET del Sur de Tolima tiene priorizados todos sus municipios. Por el 

contrario, Pacífico Medio no tiene priorizado ningún municipio (ver Anexo 1). 

A 9 de noviembre de 2020 el DNP reporta como avances en actualización catastral el 

trabajo de campo realizado en Risaralda, en los municipios de Apía, Balboa, Belén de 

Umbría, Guática, La Ceja, Marsella, Puerto Rico y Santuario, que ha tenido como 

resultado el reconocimiento de 12.228 predios y 405 hectáreas11. Por su parte, la 

actualización del municipio de Cumaribo, Vichada, ha avanzado hasta esa fecha y 

según la misma fuente en un 46% del área y 27% de los predios. 

Tabla 2. Municipios priorizados para el Catastro Multipropósito según fuente de 

financiación 

Fuente de financiación PDET No PDET Total 

Agencia Nacional de Tierras 7 2 9 

IGAC  1 23 24 

Créditos BM-BID 39 40 79 

Cooperación UK  20 0 20 

USAID 10 1 11 

Biocarbono  1 0 1 

Agencia Francesa de Desarrollo 0 1 1 

Fuente: DNP, 2020 

La principal fuente es el crédito del Banco Mundial (US$100 millones) y del Banco 

Interamericano de Desarrollo (US$50 millones), seguido por la financiación del Reino 

Unido, 43 millones de libras que fueron oficializados el 26 de noviembre de 2020, y el 

apoyo a la implementación del CM en municipios con alta deforestación en el marco 

del proyecto Territorios Forestales Sostenibles ïTEFOSï. El levantamiento catastral 

en dichos territorios se hará con el mismo modelo de datos, de manera que se logre 

la interoperabilidad y que adicionalmente se apoye al Sistema de Información 

Ambiental. En materia de género, el modelo de datos propuesto representa un 

avance, en cuanto permite incluir información de mujeres como titulares de derechos 

o de expectativas de derecho, al definir varios campos para titular de derecho. En 

materia étnica, no se ha aprobado la Guía Metodológica de Catastro étnico y de la 

cual existe una versión que no ha sido sometida a Consulta Previa. 

 

  

 
11 Consultado en: https://sinergiapp.dnp.gov.co/#IndicadorProgEntE/33/1160/5515/17 
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Sistema de Información Catastral 

En cuanto a la Implementación del Sistema de Información Catastral: a 31 de 

diciembre de 2019 se había avanzado en un 5% y a 30 de junio de 2020, última 

información publicada, el avance se estimaba en 14%12. 

 

Habilitación de Gestores Catastrales 

El Gobierno Nacional ha reportado un avance importante en la habilitación de 

Gestores Catastrales: durante 2020 se han habilitado nueve gestores catastrales 

adicionales a los ocho habilitados en 2019. Los primeros habilitados como gestores 

fueron los catastros descentralizados (Antioquia, Medellín, Cali y Bogotá) y el catastro 

delegado de Barranquilla. Estos Catastros quedaron habilitados en la propia Ley del 

PND. Los otros cuatro gestores autorizados fueron el Área Metropolitana de Centro 

Oriente (Resolución 937 de 2019), el Área Metropolitana de Bucaramanga 

(Resolución 1267 de 2019) y el Departamento del Valle del Cauca (Resolución 1546 

de 2019). En 2020 se ha habilitado: el Área metropolitana de Barranquilla (Resolución 

602 de 2020); los Municipios Asociados del Altiplano del Oriente Antioqueño ï

MASORA- (Resolución 307 de 2020); el municipio de Soacha (Resolución 377 de 

2020); el Área Metropolitana del Valle de Aburrá (Resolución 675 de 2020); el 

Departamento de Cundinamarca (Resolución 727 de 2020); el Municipio de 

Fusagasugá (Resolución 765 de 2020); el distrito de Santa Marta (Resolución 766 de 

2020); San José de Cúcuta (Resolución 787 de 2020) y Rionegro (Resolución 937 de 

2020). Cabe señalar que la habilitación de los gestores catastrales es un proceso 

administrativo que no necesariamente implica avances en la actualización catastral. 

Como se aprecia en la lista de gestores habilitados se trata, en general, de grandes 

ciudades con sus áreas metropolitanas y, solo en algunos casos, en entidades 

territoriales con vocación eminentemente rural.  

 

Actualización catastral en municipios PDET 

Aunque la meta del cuatrienio establece la actualización catastral en los 170 

municipios PDET, que representan algo más de 39 millones de ha, en 2019 se logró 

la actualización de dos municipios: La Jagua de Ibirico en el Cesar y Ovejas, en Sucre. 

Entre los dos tienen un área de 121.595 ha, que representan el 0,31% del área total 

de los municipios PDET. En 2020 se inició el trabajo de campo en Rioblanco y El 

Guamo, Sur de Tolima; Córdoba, Sur de Bolívar y Fonseca, Sierra Nevada-Perijá; así 

como en Cumaribo, Vichada, que no es PDET pero sí PISDA. Según el DNP13 se 

tiene previsto iniciar trabajo en otros municipios PDET: Ciénaga, San Juan del Cesar, 

Valencia y Ataco. 

  

 
12 Consultado en: https://sinergiapp.dnp.gov.co/#IndicadorProgEntE/33/1160/5509/17 
13 Consultado en: https://sinergiapp.dnp.gov.co/#IndicadorProgEntE/33/1160/5514/17 
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c. Otros mecanismos para el acceso a tierras 

El SIAT previsto en el A.F. (1.1.2) fue reglamentado mediante Decreto 1330 de 

octubre 6 de 2020, el cual adiciona la normatividad existente en materia de subsidio 

para compra de tierras, reglamentando por el Decreto Ley 902 de 2107 (art. 29, 

Capítulo 2, Título IV) que lo crea como aporte estatal no reembolsable para cubrir 

hasta el 100% del valor de la tierra y/o de los requerimientos financieros para 

establecer un proyecto productivo.  

El Decreto 1330 de 2020 establece que el subsidio contará con cuatro asignaciones: 

(i) el valor del predio por adquirir; (ii) el monto de los gastos notariales y de registro; 

(iii) los gastos de subdivisión del bien, cuando esto proceda, y (iv) el proyecto 

productivo. La ANT se encargará de los costos de los tres primeros componentes, 

mientras que la ADR se ocupará del cuarto componente.  

Los predios adquiridos a través del subsidio, serán destinados a la constitución de 

UAF14 y tendrá un monto máximo actualizado anualmente por la ANT, determinado a 

partir de los valores comerciales de referencia suministrados por la UPRA; el monto 

máximo establecido que puede ser objeto de actualización es de 93 SMMLV. 

Adicionalmente, la ADR podrá adjudicar un subsidio para la implementación del 

proyecto productivo por un monto de hasta 30 SMMLV. 

El Subsidio se otorgará preferentemente en zonas focalizadas y una vez surtida la 

identificación física y jurídica del predio. Hay tres condiciones institucionales para la 

adjudicación del subsidio: dos de índole administrativa (realización del barrido predial 

y conformación del Registro de Inmuebles Rurales) y una financiera (Disponibilidad 

presupuestal de la ANT). Las tres pueden demorar e incluso frenar la implementación 

del subsidio. El Decreto establece un orden de prioridad para el otorgamiento del 

subsidio: en primer lugar, los sujetos de acceso a título gratuito, inscritos en el 

Registro de Sujetos de Ordenamiento ïRESOï; en segundo lugar, los inscritos en la 

categoría de sujetos a título parcialmente gratuito; en tercer lugar, los propietarios 

rurales con extensiones inferiores a una UAF. De manera que el mejoramiento del 

RESO y la inscripción de solicitantes de tierras en el mismo, será un factor de gran 

importancia en la operación del subsidio.  

En cuanto al subsidio para el proyecto productivo, a cargo de la ADR, su adjudicación 

está sujeta a la reglamentación que la entidad expida. En principio se surtirán las 

etapas de formulación, adjudicación, desembolso, implementación, seguimiento y 

cierre del proyecto.  

El decreto no establece, como estaba previsto en el A.F. (1.1.2), un tratamiento 

preferencial para las mujeres ni para ningún grupo de protección especial.  

 

 
14 Definidas como aquella que permita a una familia generar entre 2 y 2,5 SMMLV. Se establece que 

el Consejo Directivo de la ANT deberá adoptar la metodología para el cálculo de las UAF, a partir de 
la propuesta que haga la UPRA. 
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2.1.3. Conclusión: cumplimiento, tiempo y correspondencia 

a. Creación de la Jurisdicción Agraria y de mecanismos de resolución 

de conflictos de tenencia (A.F. 1.1.8) 

La implementación de este subtema del A.F. tiene un retraso considerable. Según lo 

establecido en el Acuerdo hacía parte de las normas que debían aprobarse durante 

el primer año de la implementación. Es el segundo proyecto de ley que se presenta 

con el fin de contar con jueces, magistrados y mecanismos de solución de conflictos 

de índole agraria y rural después de la firma del A.F. Parece descartada, tanto por el 

gobierno anterior como por este gobierno la creación de una jurisdicción agraria y se 

ha preferido la creación de una especialidad en las jurisdicciones ordinarias y 

contenciosa administrativa. El proyecto de ley responde, por lo menos parcialmente, 

a lo establecido en el A.F. Sin embargo, habrá que esperar el resultado del trámite en 

el Congreso y de ser este favorable, por lo menos 30 meses más para empezar a 

contar con la especialidad. El subtema se encuentra, en consecuencia, iniciado, 

con retrasos considerables y en parcial correspondencia con el A.F.  

 

b. Catastro multipropósito  

El subtema se encuentra en implementación, con leves avances, en parcial 

correspondencia con el A.F. 

 

2.2. Tema 2: Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial ï PDET. (A.F. 

1.2.1. a 1.2.6) 

2.2.1. Eventos prioritarios en el período que cubre el informe 

a. Construcción de la Hoja de Ruta Única  

A finales del mes de agosto fue publicado el resultado del proceso de construcción de 

la Hoja de Ruta Única ïHRUï en el Catatumbo. De acuerdo con la información oficial, 

este instrumento se caracteriza por: (i) vincular planes y programas sectoriales y 

territoriales que ya estén en marcha en la subregión; (ii) haber sido alimentada de las 

iniciativas propuestas por comunidades en el Plan de Acción para la Transformación 

Regional ðPATRð; y (iii) ser un plan de acción de largo plazo (15 años) que 

permitirá, por un lado, que dichas iniciativas cuenten con programación, fuentes de 

financiación y responsables y, por otro, sea herramienta para el seguimiento, veeduría 

y control por parte de las comunidades (ART, 2020a, p. 9). Hasta la fecha de corte de 

este informe, (CPEC, 2020a, p. 40) se tiene que en las 16 subregiones se ha surtido 

la primera de las fases del proceso (construcción técnica), mientras que en 13 

subregiones se adelanta la segunda fase (socialización de la metodología). En el Sur 

de Bolívar y en Catatumbo, concluyó la fase III (de validación territorial), la cual se 

inició en Putumayo. Esta ST no tiene información precisa respecto a la fecha 

establecida para la finalización de todas las HRU.  

De acuerdo con la información oficial, el ejercicio de construcción de la HRU busca: 

(i) proyectar el norte estratégico de cada subregión para ordenar el proceso de 
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transformación de las iniciativas PDET en proyectos de inversión concretos; (ii) 

identificar las potencialidades territoriales para desarrollar dichos proyectos; (iii) 

ordenar a través de criterios técnicos y participativos la planeación de dicha 

transformación de iniciativas en proyectos, de acuerdo con la visión estratégica y las 

oportunidades geográficas y espaciales de cada subregión e (iv) identificar y 

especificar fuentes de financiación de los proyectos, aliados estratégicos para su 

ejecución, plazos y criterios técnicos para su implementación y sostenibilidad (ART, 

2020a, p.11). 

En esta vía, el documento de HRU del Catatumbo identifica potencialidades 

económicas, sociales y ambientales y una serie de restricciones a dichas 

potencialidades. Para el caso de esta subregión: (i) presencia de cultivos ilícitos, 

minería ilegal, economías ilegales, grupos armados ilegales que se nutren de estas y 

que reflejan la ausencia de control territorial por parte del Estado; (ii) debilidad 

institucional de gobiernos locales y baja capacidad para gestionar las 

interdependencias económicas, sociales y ambientales identificadas en las 

potencialidades; (iii) debilitamiento de la confianza y del capital social; (iv) informalidad 

de la propiedad e inseguridad jurídica de la tenencia de la tierra; (v) ausencia de 

bienes públicos y (vi) debilidad institucional de las autoridades ambientales e 

inadecuada gestión del riesgo en el territorio (ART, 2020a, pp. 5-8), que se 

corresponden en su mayoría con los criterios del A.F. (1.2.2) para priorizar las zonas 

finalmente seleccionadas para la construcción de los PDET.  

Igualmente, para el análisis del cumplimiento de las metas en la construcción de los 

indicadores que, de acuerdo con la HRU permiten medir los avances en materia 

institucional, económica, social, ambiental y de integración de los municipios, se 

revisó lo atinente a la RRI del Plan Marco de Implementación; Plan Nacional de 

Desarrollo ïPNDï; PATR de Catatumbo; el esquema de seguimiento de la ART y los 

Objetivos de Desarrollo del Milenio ïODSï. De acuerdo con la información publicada, 

posteriormente a la ordenación y clasificación de las iniciativas según su relevancia 

estratégica, se realizó un ejercicio participativo en el que grupos motor de los ocho 

municipios más dos sujetos étnicos de concertación (Motilón Barí y Catalaura Barí) 

priorizaron 259 iniciativas, 249 del ámbito local y diez del subregional, estas últimas 

de un total de 56. La HRU del Catatumbo también identificó niveles de madurez de 

las iniciativas, posibles fuentes de financiación y un listado de 157 actores 

comunitarios (asociaciones, cooperativas, organizaciones no gubernamentales y 

juntas de acción comunal, entre otros) que pueden fungir como ñagentes promotores 

del desarrolloò (ART, 2020a).  

 

b. Obras y proyectos para el desarrollo de las iniciativas de los PATR  

Durante el período se continuó la realización de Obras PDET y la aprobación de Obras 

por Impuestos y proyectos del OCAD Paz. Se realizaron algunos cambios de 

importancia en estos dos mecanismos. 
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c. Planes de aceleración PDET en Zonas Estratégicas de Intervención 

Integral  

En el Informe Séptimo de esta ST resaltamos la aprobación en julio de 2020 de los 

Planes Especiales de Intervención Integral ïPEIIï que incluyen planes de aceleración 

PDET para Catatumbo, Bajo Cauca Antioqueño y Sur de Córdoba, Pacífico 

Nariñense, Arauca, Chiribiquete y parques nacionales naturales aledaños. En estos 

planes se incluyeron acciones y proyectos derivados de los PATR de la siguiente 

manera: 

Tabla 3. Proyectos y acciones de aceleración PDET en ZEII15 

Zona Pilar 1 Pilar 2 Pilar 3 Pilar 4 Pilar 5 Pilar 6 Pilar 7 Pilar 8 Total 

Arauca 4 12 8 8 4 4 0 0 40 

Bajo Cauca y 

Sur de 

Córdoba 

0 26 18 37 14 17 0 39 151 

Catatumbo 15 48 0 11 6 10 9 0 99 

Chiribiquete 3 12 1 3 1 7 0 0 27 

Pacífico 

Nariñense 
6 32 3 1 11 11 0 0 64 

Total 28 130 30 60 36 49 9 39 381 

Fuente: Consejo de Seguridad Nacional, 2020a, 2020b, 2020c, 2020d, y 2020e. 

De acuerdo con esta información sobre los Planes de Aceleración, vistos en conjunto, 

las 363 acciones incluidas se centran en su mayoría en el mejoramiento de la 

infraestructura vial, educativa y de salud; no obstante, existen desbalances entre 

pilares y zonas, por ejemplo, únicamente en el Bajo Cauca y Sur de Córdoba se 

establecieron iniciativas relacionadas con el pilar de Reconciliación, Convivencia y 

Paz.   

 

2.2.2. Análisis: avances, retrasos, deficiencias y controversias 

identificadas  

a. Hoja de Ruta Única 

La publicación de la HRU de Catatumbo es un avance. Adquiere relevancia porque 

se constituye en un instrumento guía para la institucionalidad en la implementación 

de las iniciativas del PATR teniendo en cuenta los parámetros estatales de planeación 

 
15 Incluye estrictamente proyectos y acciones de los planes de aceleración. No incluye otras 

intervenciones relacionadas al fortalecimiento del Estado Social de Derecho y protección de liderazgos 
sociales, que se relacionan con iniciativas PDET y que también se establecieron en los PEII. 
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y ejecución de proyectos. Como hecho positivo se rescata que incorpora un 

diagnóstico más completo de la subregión que el que tiene el PATR, ya que identifica 

posibles fuentes de financiamiento y actores sociales que puedan participar de la 

implementación, seguimiento y control.  

No obstante, en la lectura de la HRU no es claro de qué forma se integran los otros 

instrumentos de planificación para esta zona, además del PATR, que de acuerdo con 

las disposiciones del PND son: los Planes Nacionales Sectoriales o PNRRI, los 

Planes Integrales de Sustitución y Desarrollo Alternativo ïPISDAï, los Planes 

Integrales de Reparación Colectiva ïPIRCï y el Plan Marco de Implementación ï

PMIï; aunque este último se tuvo en cuenta en la construcción de los indicadores. 

Una segunda dificultad radica en que en el documento no se establecen de forma 

clara los mecanismos e instancias de participación y de control y seguimiento 

ciudadano, aún cuando dos de las iniciativas priorizadas por los grupos motor se 

refieren a mecanismos de control social correspondientes al Pilar 8 y se identifican 

actores que pueden participar de los ejercicios de veeduría. De la misma forma, 

tampoco se han reportado acciones de difusión de la HRU con la totalidad de actores 

que participaron del proceso de planificación.  

 

b. Obras y proyectos en subregiones PDET  

Modificaciones en Obras por Impuestos y Sistema General de Regalías  

Obras por impuestos 

El mecanismo creado mediante Decreto 1915 de 2017 otorga a los contribuyentes la 

posibilidad de financiar obras para pagar parcialmente el impuesto sobre la renta en 

las Zonas Más Afectadas por el Conflicto Armado ðZOMACð. La ART mantiene un 

Banco de Proyectos de inversión actualizado para que los empresarios puedan 

vincular su obligación tributaria a un proyecto específico. El último cambio realizado 

en el mecanismo se hizo por medio del Decreto 1147 de agosto 18 de 2020, que 

prioriza su utilización en los municipios PDET, sin excluir a las ZOMAC y permite la 

realización de proyectos en otras jurisdicciones que resulten estratégicas para la 

reactivación económica y social (Art. 1.6.6.1.2). Los contribuyentes, personas 

naturales y jurídicas, podrán aplicar en dos oportunidades (marzo y septiembre de 

cada año). Así mismo se amplían los sectores en los que será posible realizar 

inversiones, pues a los previstos por la normativa anterior ðagua potable y 

saneamiento básico, energía, salud pública, educación pública e infraestructura de 

transporteð, se agregan: bienes públicos rurales, adaptación al cambio climático y 

gestión de riesgo, pagos por servicios ambientales, tecnologías de la información y 

las telecomunicaciones, infraestructura productiva, cultural y deportiva (La República, 

20 de agosto de 2020). 

 

OCAD PAZ. Sistema General de Regalías 

En diciembre de 2019 el Congreso de la República aprobó el Acto Legislativo No. 5 

de 2019 que reforma el Artículo 361 de la Constitución Nacional y que establece la 
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distribución, manejo y monitoreo del SGR. En dicho cambio, se respetó la Asignación 

para la Paz (7%), establecida en el Acto Legislativo 04 de 2017.  

En septiembre 30 de 2020 se aprobó la Ley 2056 ñpor la cual se regula la organización 

y el funcionamiento del Sistema General de Regal²asò, que entre sus objetivos incluye: 

ñFomentar la estructuración y aprobación de proyectos de inversión que permitan la 

implementación del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción 

de una Paz Estable y Duradera, en los términos establecidos en las normas vigentesò. 

En el parágrafo transitorio del Artículo 22 que establece los conceptos de distribución 

se mantiene la asignación para la paz:  

PARÁGRAFO TRANSITORIO. Durante los 20 años siguientes a la entrada en vigencia 

del Acto Legislativo 04 de 2017, el 7% de los ingresos del Sistema General de 

Regalías se destinará a una asignación para la paz que tendrá como objeto financiar 

proyectos de inversión para la implementación del Acuerdo Final para la Terminación 

del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera incluyendo la 

financiación de proyectos destinados a la reparación de víctimas.  

Igual destinación tendrá el 70% de los ingresos que por rendimientos financieros 

genere el Sistema General de Regalías en estos años, con excepción de los 

generados por las asignaciones directas de que trata el numeral primero del presente 

artículo. El 30% restante se destinará para incentivar la producción de municipios en 

cuyos territorios se exploten los recursos naturales no renovables y a los municipios y 

distritos con puertos marítimos y fluviales por donde se transporten dichos recursos o 

derivados de los mismos.  

Así mismo se estipula que el OCAD Paz (Art. 57) será responsable de definir los 

proyectos de inversión con esta fuente de recursos, proceso en el cual se deberá 

respetar ñel proceso de construcción de los PDET, teniendo en cuenta proyectos de 

inversión que correspondan a iniciativas allí previstasò. Los sectores señalados 

corresponden, en general, con los pilares definidos en los PATR.  

Además, prevé que el OCAD Paz (Parágrafo 4): 

é podrá adelantar un ejercicio de definición equitativa de montos de recursos para la 

puesta en marcha de una estrategia de estructuración de proyectos de inversión que 

propendan por la implementación de las iniciativas contenidas en los Planes de 

Desarrollo con Enfoque Territorial, en las 16 subregiones PDET, teniendo en cuenta 

la aprobación de proyectos con cargo a la fuente de Asignación para la Paz que ha 

tenido el OCAD desde su creación, el mecanismo de obras por impuestos y las 

inversiones correspondientes al trazador presupuestal para la paz, en cada una de las 

16 subregiones PDET y respetando el proceso de construcción de los PDET. Además, 

de esta manera se buscará que la distribución de los recursos PDET sea con equidad 

en los distintos territorios y en los diferentes pilares. Los recursos de que trata este 

parágrafo se destinarán exclusivamente para inversión y no para funcionamiento. 

Este punto es de gran interés. Cuando se analizan los datos sobre las inversiones 

hasta ahora realizadas en las distintas subregiones PDET con las distintas fuentes de 

financiación se observa un desbalance en su aplicación, puesto que no todas las 
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subregiones han sido beneficiadas en forma similar, lo que podría contribuir a 

establecer nuevas brechas de desarrollo entre regiones. Estas transformaciones 

representan también que se está otorgando al OCAD un poder de planeación de la 

inversión territorial para la paz sin que se establezca su relación con las autoridades 

territoriales ni con otros mecanismos de ordenamiento de la inversión como puede 

ser la propia HRU creada por el Gobierno Nacional. 

Igualmente, en el Artículo 60 se establece la posibilidad de adelantar, durante los años 

que restan al actual gobierno, los recursos de la asignación para la paz de vigencias 

futuras (próximos 4 bienios) para financiar proyectos destinados a la implementación 

de los PDET o de la hoja de ruta que los incorpore (Parágrafo transitorio).  

Finalmente, la reforma del SGR incorpora por primera vez un Título V que establece 

la destinación directa de recursos del sistema para grupos étnicos y establece las 

instancias de decisión responsables de la definición de los proyectos de inversión 

financiables con cargo a los recursos definidos.  

 

Obras aprobadas y realizadas 

Las iniciativas aprobadas en los PATR en las 16 subregiones priorizadas se ejecutan 

a través de tres programas relevantes: Obras PDET, Obras por Impuestos y proyectos 

financiados con recursos del OCAD PAZ del SGR. En esta sección se presenta un 

consolidado por Subregión PDET de la información concerniente a esos tres 

programas.  

i) Obras PDET: se trata de la ejecución de obras de baja escala, que contribuyan a la 

reconstrucción social y económica de las comunidades asentadas en los territorios 

PDET. La ART reporta en la base de datos la entrega de 900 obras, 875 de ellas 

realizadas en municipios PDET; ii) Obras por impuestos: se han aprobado, entre 2018 

y 2020 100 proyectos, de los cuales 57 se han aprobado para su ejecución en 

municipios PDET; iii) OCAD-Paz: con recursos del SGR se han aprobado entre 2017 

y septiembre de 2020, 469 proyectos, de los cuales 236 se ubican en territorios PDET. 

En la Tabla 4 se muestra el número de proyectos u obras, su valor total y promedio. 

La Asignación para la PAZ del SGR, que es la fuente específicamente creada para la 

financiación del A.F., es la fuente con mayor porcentaje de recursos (76,64%) y 

también con un valor promedio más elevado ($8.499 millones). Las Obras por 

Impuestos le siguen en monto de recursos (17,89%) con un valor promedio de ($8.216 

millones), pero el alcance es limitado por el bajo número de proyectos y, finalmente, 

las llamadas Obras PDET que tienen una mayor cobertura territorial, aunque un bajo 

monto promedio ($163,4 millones). En promedio, se han aprobado 6,87 obras por 

municipio y 73 obras por subregión; en el caso del SGR, apenas se llega a 1,4 

proyectos por municipio y en el de Obras por Impuestos se está lejos de haber 

aprobado un proyecto en cada municipio.  
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Tabla 4. Montos, número de obras y valores de los proyectos realizados en municipios 

PDET, según tipo de recurso o programa. 201816-2020 (Millones de pesos) 

Recurso o 
programa 

Valor total 
(Millones $) 

Porcentaje Número 
de  

obras 

Porcentaje Valor 
promedio 

(Millones $) 

Promedio obras por 
subregión/municipio  

Obras 
PDET 

142.995 5,46 875 74,91 163,4 54,6 / 5,15 

Obras SGR 2.005.763 76,64 236 20,21 8.499,0 14,7 / 1,4 

Obras por 
impuestos  

468.321 17,89 57 4,88 8.216,2 3,5 / 0,3 

Total 2.617.079 100,0 1.168 100,0  $ 2.258  73 / 6,87 

Fuente: Elaboración propia con base en ART, 2020b y 2020c; y DNP, 2020b. 
 

Al analizar la distribución territorial de las obras aprobadas pueden verse algunos 

desbalances en la cobertura subregional, tanto en el valor de la inversión como en el 

número de obras; por ejemplo, subregiones como Pacífico Medio no tienen aprobada 

ni entregada ninguna obra. Montes de María solamente se ha beneficiado del OCAD 

Paz y el Sur de Bolívar no cuenta con Obras PDET (ver Tabla 5). La subregión con 

mayor número de proyectos con los tres instrumentos es MacarenaïGuaviare, 

seguida por Putumayo. En cuanto a valor de la inversión, las subregiones que se ha 

beneficiado con mayores recursos son Putumayo y Sierra NevadaïPerijá. 

  

 
16 En el caso del SGR se incluyen algunos proyectos aprobados en 2017. 
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Tabla 5. Obras desarrolladas y proyectos aprobados en Zonas PDET ï agosto 2018 a 

noviembre 2020 (millones de pesos) 

Subregión 

Obras PDET Obras por 
Impuestos 

Obras SGR-  
OCAD Paz 

Número Valor Número Valor Número Valor 

Alto Patía ï Norte del 
Cauca 

118 15.525 7 61.773 

15 146.333 

Arauca 35 3.425 8 104.353 7 54.070 

Bajo Cauca Antioqueño 72 9.357 4 31.245 4 16.079 

Catatumbo 72 9396 5 49.950 26 176.161 

Chocó 33 7.246 1 1.197 13 96.655 

Cuenca del Caguán  77 17.483 3 71.023 31 190.354 

Macarena ï Guaviare 202 27.549 1 3.877 25 240.094 

Montes de María 0 0 0 0 19 186.596 

Pacífico y Frontera 22 9022 4 19.933 6 45.266 

Pacífico Medio 0 0 0 0 0 0 

Putumayo 135 24.549 7 31.115 22 262.043 

Sierra Nevada ï Perijá 46 9.415 2 12.007 35 287.049 

Sur de Bolívar 0 0 2 6.502 3 11.426 

Sur de Córdoba 14 3.359 1 8.793 13 124.698 

Sur del Tolima 43 2.972 5 24.285 4 37.235 

Urabá antioqueño 6 3666 7 42.268 12 45.519 

Nacional     1 86.184 

Total PDET 

875 142.995 57 468.321 

236 2.005.763 

Total No PDET 

25 5.283 43 208.989 

233 1.119.683 

Total 

888 148.272 100 677.310 

469 3.125.447 

Fuente: Elaboración propia con base en ART, 2020b y 2020c; y DNP, 2020b.  
 

En relación con Obras por Impuestos, cinco subregiones concentran el 55% de los 

recursos: Alto Patía ï Norte del Cauca, Arauca, Catatumbo, Cuenca del Caguán, 

Piedemonte Caqueteño y Urabá Antioqueño. La mayor parte de los recursos (60%) 

se dirige a proyectos de construcción o mejoramiento de vías y un 22% a proyectos 

relacionados con el sector educativo, para la dotación de mobiliarios y menaje de 
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restaurantes escolares y residencias estudiantiles (ver gráfico 1). Los principales 

aportantes son empresas del sector minero energético (Ecopetrol, Cenit, Parex 

Resources- Verano, Cerro Matoso, Gran Tierra Energy, Celsia, EPM, entre las 

principales), lo cual puede incidir en que sus impuestos se hayan aplicado en las 

subregiones en las cuales ejercen sus actividades: así Ecopetrol invierte en Arauca, 

Catatumbo, Cuenca del Caguán, su filial Cenit, en Catatumbo; Cerro Matoso en el Sur 

de Córdoba y las empresas de energía eléctrica o agua en las subregiones en las que 

prestan sus servicios.  

Gráfico 1. Distribución por sectores de las Obras por Impuestos en PDET. 2018-2020 

 

Fuente: Elaboración propia con base en ART, 2020c. 

En cuanto a los proyectos del SGR, la concentración por subregiones es mayor que 

en Obras por Impuestos: las cinco subregiones que más participan concentran el 

57,6% del total de recursos aprobados: Sierra Nevada (14,3%), Putumayo (134,3%), 

Macarena ð Guaviare (12%), Cuenca del Caguán (9,5%), y Catatumbo (8,8%). Por 

sectores, prima la construcción y mejoramiento de vías e infraestructura eléctrica. Le 

siguen las obras de acueducto y saneamiento básico. La participación de los demás 

sectores es mínima.  
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Gráfico 2. Distribución por sectores de las Obras OCAD PAZ en zonas PDET, 2017-

202017 

 

Fuente: Elaboración propia con base en DNP, 2020b. 

Como se aprecia en la Tabla 5, las prioridades cambian regionalmente. En algunas 

subregiones (Montes de María, Pacífico y Frontera, Sur de Tolima, Alto Patía, 

Catatumbo, Macarena ï Guaviare, Sur de Córdoba y Sur del Tolima) la participación 

de la construcción y mejoramiento de vías es superior al 58% del promedio. En 

Pacífico y Frontera, Montes de María y Alto Patía ï Norte del Cauca, supera el 80%. 

En otras subregiones, como Arauca, Chocó, Putumayo, Sur de Bolívar y Sierra 

Nevada ï Perijá, la mayor participación la tienen las obras de acceso a la 

electrificación. Acueducto y saneamiento tienen buena participación en los proyectos 

aprobados en Catatumbo, Urabá Antioqueño y Sur de Bolívar.  

Se puede concluir que las obras financiadas con Obras por Impuestos, se concentran 

en el mejoramiento de la infraestructura vial y en la realización de obras para la 

provisión de energía. De esta manera se responde parcialmente al pilar 2, 

Infraestructura y adecuación de tierras, con las estrategias de infraestructura vial que 

agrupan 2.198 iniciativas municipales de las 32.808 aprobadas en el proceso PATR 

y de provisión de energía (700 iniciativas). El otro pilar al cual se responde es el 5, 

Vivienda rural, agua potable y saneamiento básico rural, que agrupa en las estrategias 

de acceso a fuentes de agua mejorada y saneamiento básico 1.607 iniciativas 

municipales de las cuales cinco son subregionales.  

 
17 Hasta septiembre 20 de 2020. Al cierre del período de análisis no se habían publicado en la web del 

DNP los proyectos aprobados con posterioridad a esta fecha.  
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Tabla 6. Distribución de los proyectos aprobados por el OCAD-PAZ y su valor total, por 

subregión PDET y sector. 2017-202018 

Subregión 

Acueducto y 

saneamiento 
Construcción 

y 

mejoramiento 

de vías 

Energía Otros (2) Total 

  
 

No. 
$ 

Millones No. 
$ 

Millones No. 
$ 

Millones No. 
$ 

Millones No. 
$ 

Millones 

Alto Patía ï Norte del Cauca 0 0 11 119.998 4 26.335 0 0 15 146.333 

Arauca 1 3.087 4 24.559 2 26.424 0 0 7 54.070 

Bajo Cauca Antioqueño 1 7.189 3 8.890 0 0 0 0 4 16.079 

Catatumbo 12 54.236 14 121.925 0 0 0 0 26 176.161 

Chocó 3 26.655 3 27.475 7 42.525 0 0 13 96.655 

Cuenca del Caguán y Piedemonte 

Caqueteño 9 66.871 13 69.414 9 54.068 0 0 31 190.353 

Macarena ï Guaviare 3 6.883 12 171.329 8 56.627 2 5.255 25 240.094 

Montes de María 3 15.513 8 159.372 5 10.131 3 1.580 19 186.596 

Pacífico y Frontera 0 0 5 41.992 1 3.274 0 0 6 45.266 

Pacífico Medio 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 

Putumayo 1 54.562 7 45.214 12 148.782 2 13.485 22 262.043 

Sierra Nevada ï Perijá-Zona Bananera 2 18.574 16 133.181 15 114.676 2 20.618 35 287.049 

Sur de Bolívar 1 4.865 0 0 2 6.561 0 0 3 11.426 

Sur de Córdoba 2 20.194 7 84.617 2 18.442 2 1.445 13 124.698 

Sur del Tolima 1 8.825 3 28.410 0 0 0 0 4 37.235 

Urabá antioqueño 5 12.992 7 32.527 0 0 0 0 12 45.519 

Nacional 0 0 1 86.184 0 0 0 0 1 86.184 

Total PDET 44 300.446 114 1.155.087 67 507.845 11 42.383 236 2.005.761 

Fuente: Elaboración propia con base en DNP, 2020b. 

 

  

 
18 Hasta septiembre 20 de 2020. 
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Conclusiones 

Como se mencionó arriba, buena parte de la actuación institucional se ha dirigido a la 

aprobación y estructuración de proyectos y a la realización de Obras PDET. Estos 

proyectos responden, en alguna medida, a iniciativas incluidas en los PATR. Sin 

embargo, ante la falta de aprobación de las HRU en 15 de las 16 subregiones, se trata 

de intervenciones y proyectos que no están articulados al instrumento previsto, por el 

actual Gobierno, para articular la implementación de los PDET. Uno de los principales 

problemas en la realización de estas acciones es el desbalance entre subregiones, 

que ilustra fuertemente la zona Pacífico Medio en la que no se reportan proyectos 

financiados por estas tres fuentes.  

En el periodo analizado en este informe también ocurrieron cambios en los esquemas 

de Obras por Impuestos y OCAD-Paz. En cuanto a los cambios en la reglamentación 

de las Obras por Impuestos, al ampliar los sectores en los cuales se pueden hacer 

inversiones, potencialmente contribuirán a la estructuración de proyectos de mayor 

alcance para el desarrollo municipal y territorial que los que se han realizado hasta el 

momento. No obstante, el ampliar las zonas en las que opera este mecanismo, más 

allá de las subregiones PDET y los municipios ZOMAC, puede significar un detrimento 

de la intervención de las zonas priorizadas al dispersar los recursos disponibles.  

Es necesario resaltar que la posibilidad de adelantar recursos de la asignación para 

la paz de los próximos 4 bienios, puede ser beneficioso para las subregiones PDET, 

en el momento actual de difícil coyuntura económica pues se podría contar con 

recursos que contribuyan simultáneamente a la reactivación económica en los 

territorios y a su vez la implementación de los PATR, pero al mismo tiempo, puede 

dejar desfinanciados los mismos, restándoles a gobiernos futuros la posibilidad de 

elegir, como lo hizo en su momento el actual gobierno, el ritmo y el camino de la 

implementación.  

 

c. Planes de aceleración de los PDET en ZEIII 

En el séptimo informe de la ST se destacaron los riesgos para el proceso, en su 

conjunto, de la inexistencia de mecanismos participativos frente a las decisiones 

tomadas por los Comités Territoriales de las ZEII con relación a las iniciativas de los 

PATR en cada una de estas zonas y el porqué son precisamente estas y no otras las 

que se incluyen en los planes de aceleración. Máxime cuando, excepto para 

Catatumbo, no se ha finalizado la construcción de la HRU. Por ejemplo, según la 

información oficial: ñEl 5 de mayo de 2020, por parte del Comité Territorial de la ZEII, 

se aprueba para la presentación ante el Consejo Nacional de Seguridad, el Plan 

Estratégico de Intervención Integral en donde se incluyeron las 42 iniciativas 

identificadas como aceleración PDET de las subregiones de Macarena Guaviare y 

Cuenca del Cagu§nò (CPEC, 2020b, p. 191), sin que se dé cuenta de la forma en que 

estas iniciativas fueron priorizadas para su inclusión en el PEII y si la comunidad 

participó o no en dicha priorización. 
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Esto parece confirmarse en la publicación de los cinco PEII en los que se reseña que 

los planes de aceleración se elaboraron de forma interinstitucional, a partir de los 

PATR y de los PDET, con participación de entidades del orden nacional, 

departamental y local. Si bien existe correspondencia entre las acciones incluidas en 

los Planes de Aceleración con los resultados del proceso de planificación, y en estos 

documentos se incluye la participación de la comunidad en la rendición de cuentas 

anual y en la coordinación y ñpermanente interlocuci·nò para su implementación con 

líderes sociales y ciudadanía en general; sin embargo, no están formalmente 

constituidos los mecanismos que permiten ampliar la participación en la toma de 

decisiones de las organizaciones y comunidades de cada subregión. 

 

2.2.3. Conclusión: cumplimiento, tiempo y correspondencia  

En el periodo analizado en este informe, el principal avance es la finalización de la 

HRU del Catatumbo pues es la base de un ejercicio de planeación de largo plazo y 

un instrumento de materialización ordenada de las iniciativas resultantes del PATR. 

Sin embargo, esta HRU no identifica los espacios e instancias de participación, control 

y seguimiento. Para las demás zonas, a 30 de noviembre, todavía no se ha reportado 

la finalización de las HRU. De tal manera que el reto central continúa siendo fortalecer 

la participación social y comunitaria en la toma de decisiones, para esta subregión, y 

para la construcción de la HRU en las demás zonas. Para la ST, estos últimos son 

elementos centrales de lo estipulado en el A.F. para la construcción de desarrollo 

territorial y deben establecerse formalmente los mecanismos, instancias y alcances 

para garantizarla.  

Buena parte de las acciones está centrada en la aprobación de proyectos en las zonas 

PDET. En este campo, aquellos aprobados con cargo a regalías son los que 

representan mayor inversión, seguidos por las obras por impuestos. Las Obras PDET 

son las que alcanzan una mayor cobertura territorial, pero el tipo de proyectos y sus 

costos son mucho más limitados. En conjunto, la mayoría de proyectos y obras están 

relacionados principalmente con la construcción y mejoramiento de vías terciarias y 

la construcción de infraestructura de energía, acueducto y alcantarillado, lo que 

implica un desbalance entre pilares de los PATR y se deja de lado una visión más 

integral del desarrollo territorial. La ST considera que este subtema se encuentra en 

implementación, con retrasos frente a los cronogramas propuestos por el 

gobierno y en correspondencia parcial con el A.F. 

 

2.3. Tema 3: Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral 

2.3.1. Eventos prioritarios en el período que cubre el informe 

a. Aprobación de los PNRRI 

El Acuerdo Final (1.3) dispone la elaboración y puesta en marcha en el territorio de 

los PNRRI. Durante el período de análisis se avanzó en la aprobación de uno de los 

PNRRI pendientes, con lo cual se llega a un total de siete de los 16 previstos. Se trata 
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del Plan Nacional para apoyar y consolidar la generación de ingresos de la Economía 

Campesina, Familiar y Comunitaria (A.F. 1.3.3.3), adoptado mediante Resolución 209 

de 2020 del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.  

Se aprobó igualmente la Ley 2046 de 2020, ñPor la cual se establecen mecanismos 

para promover la participación de pequeños productores locales agropecuarios y de 

la agricultura campesina, familiar y comunitaria en los mercados de compras públicas 

de alimentosò.  

Así mismo, se promulgó la Política Pública de Vivienda Social Rural y se informó sobre 

el próximo desarrollo del Plan Nacional de Vivienda Social Rural por parte del 

Gobierno Nacional.  

 

2.3.2 Análisis: avances, retrasos, deficiencias y controversias 

identificadas 

a. Plan Nacional para apoyar la Generación de ingresos de la 

Economía Campesina, Familiar y Comunitaria ïPNGIECFCï  

El A.F. (1.3.3.3) estableció los criterios para que las autoridades competentes 

formularan este plan: (i) provisión de recursos de capital semilla no reembolsables; 

(ii) acceso al financiamiento mediante la creación de fondos agropecuarios rotatorios 

para las asociaciones de productores y productoras, adopción de un sistema de 

garantías y provisión de líneas de crédito blandas, ágiles, oportunas y subsidiadas; 

(iii) provisión de seguros de cosecha subsidiados; (iv) fomento de una cultura para el 

manejo de riesgos y amplia información a productores y productoras rurales sobre el 

uso de mecanismos de normalización de cartera. Aspectos que fueron incluidos en el 

PMI. 

La Resolución aprobada por el MADR adopta el Plan establecido por el A.F., define 

los responsables de su implementación y ejecución y se asigna la responsabilidad de 

hacer seguimiento a la implementación del Plan, a través del SIIPO. 

El Plan presentado por el Gobierno Nacional define, como mecanismos para 

aumentar la generación de ingresos de la ECFC, al emprendimiento, la asociatividad, 

el financiamiento y la gestión del riesgo. Una mirada al plan de acción (p. 54) permite 

observar que hasta 2022, se desarrollarán Documentos técnicos (11), se crearán 

Mesas Técnicas (2); pero no es claro cómo se desarrollarán acciones concretas, más 

allá de las previstas por la política rural del gobierno. Los indicadores se plantean en 

términos de emprendedores beneficiados, de operaciones de crédito (en las cuales 

no se diferencian la ECFC del resto) y de participación de la Agricultura Campesina, 

Familiar y Comunitaria ïACFCï en el total de has aseguradas con el Incentivo de 

Seguro Agropecuario ïISAï del Fondo para el Financiamiento del Sector 

Agropecuario ïFinagroï.  

La Tabla 7 permite ilustrar esa apreciación: 
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Tabla 7. Presupuesto indicativo y fuentes de financiamiento del PNGIECFC. 

Indicadores 2021-203119 

Indicadores LB 

(2019) 

Meta 

(2022) 

Meta 

(2026) 

Meta 

(2031) 

Millones 

$ PGN 

Programas o estrategias de apoyo 

al emprendimiento rural 

implementados 

     

Emprendedores beneficiados con 

mejores capacidades técnicas y 

empresariales (individual) 

23.782 112.418 272.961 549.675 786.112 

Emprendimientos ECFC 

beneficiados con cofinanciación 

(colectivos) 

1.423 4.887 10.293 17.051 408.315 

Emprendimientos ECFC 

beneficiados con cofinanciación 

(individual) 

0 12.728 34.400 61.490 339.697 

Operaciones de crédito ï

incluyendo aquellos de la ECFC- a 

nivel territorial (acumulada) 

28.146 93.167 240.623 470.400 641.102 

Porcentaje de hectáreas 

aseguradas ACFC respecto al total 

asegurados con ISA 

7% 7% 15,8% 20,17%  

Total recursos del PGN 2.176.176 

Fuente: MADR, 2020b. 

Esta situación lleva a la ST a concluir que, en materia del Plan de Generación de 

Ingresos de la ECFC, previsto por el acuerdo, se avanza en su aprobación formal, 

con bastante retraso sobre lo establecido, y su contenido no está en 

correspondencia con el A.F. 

 

3. Oportunidades de mejoramiento 

Atendiendo a las cifras de pobreza recientemente publicadas por el DANE y los 

impactos económicos y sociales -presentes y futuros- de la crisis sanitaria por la 

COVID-19, es urgente concluir la formulación y expedición de los PNRRI restantes, 

así como asegurar su adecuada implementación. La ST llama la atención nuevamente 

sobre la urgencia de aprobar e implementar los Planes Nacionales para la Salud Rural 

y el Sistema Progresivo para la Garantía del Derecho a la Alimentación. 

 
19 La resolución señala que el presupuesto es indicativo a partir de 2021 y que está condicionado a la 

asignación dispuesta en la Ley de Presupuesto General de la Nación. Así mismo, las metas de los 
indicadores referidos a emprendedores, emprendimientos y porcentaje de has se presentan 
acumuladas (MADR, 2020, p. 55). 
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En aras de cumplir las disposiciones del A.F. sobre enfoque territorial y participación, 

es necesario que en la implementación del Catastro Multipropósito se asegure la 

participación informada de las comunidades. 

Es necesario superar el desbalance en los distintos mecanismos de financiación entre 

subregiones PDET como Obras por Impuestos, Obras PDET y asignaciones del SGR. 

Este fin surgiría con la identificación de los factores que limitan la ejecución de estos 

mecanismos en determinadas zonas para desarrollar un plan de choque, 

particularmente en Pacífico Medio, Sur de Bolívar y Montes de María. Esto también, 

en consulta con las comunidades, organizaciones y grupos motor de cada una de las 

zonas y en el marco del proceso participativo de construcción de las HRU. 

La ST recomienda nuevamente asegurar la participación y la información adecuada 

de las comunidades y organizaciones en los procesos de construcción de las HRU, 

en la implementación de acciones de estructuración de proyectos y ejecución de 

obras y en la implementación de los planes de aceleración de los PDET en las ZEII.  
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INFORME DE LA IMPLEMENTACIÓN DEL PUNTO 2 

òPARTICIPACIĎN POLĊTICA: APERTURA DEMOCRÁTICA PARA 

CONSTRUIR LA PAZó 
 

1. Contexto general 

En el período de análisis de este informe, la ST destaca varios hechos relacionados 

con la participación política para la construcción de paz. En primer lugar, se destaca 

la continua afectación de seguridad para los liderazgos sociales y los firmantes del 

Acuerdo. Según datos de Indepaz (2020), entre agosto y noviembre fueron 

asesinados 17 excombatientes y 78 líderes sociales y defensores de DD.HH., de los 

cuales 15.4% eran mujeres, 35.9% indígenas, 6.4% afro y 3.8% LGBTI. A esto se 

suma la divulgación de varias amenazas contra la Colombia Humana, la Unión 

Patriótica, el Movimiento de Víctimas de Crímenes de Estado y un atentado al senador 

de la oposición por el partido Movimiento Alternativo Indígena y Social -MAIS-, 

Feliciano Valencia. En segundo lugar, se destaca la reactivación de la protesta social. 

La agenda de exigencias que había sido opacada por la pandemia COVID-19 entró 

en proceso de reanudación y se presentaron nuevos reclamos: entre ellos, el del libre 

ejercicio del derecho al trabajo, el reclamo de ayudas sociales, el rechazo a algunas 

de las políticas del Gobierno, el llamado a la implementación del A.F., la denuncia a 

los excesos de fuerza o violencia policial y la exigencia de garantías de seguridad 

para los liderazgos sociales y los excombatientes (Oquendo, 2020; Gómez, 2020).  

El retorno de la protesta estuvo acompañado de un clima de estigmatización por parte 

de instancias gubernamentales, medios de comunicación e individuos políticos y 

civiles que señalaron a las manifestaciones como focos de contagio del COVID-19. 

Así mismo, la Minga Indígena fue acusada de estar infiltrada por el ELN y por las 

disidencias de las FARC-EP (Semana, 13 de noviembre 2020), y tras la jornada del 

21 de noviembre se señaló a manifestantes, defensores de derechos humanos, 

prensa alternativa y a la organización Juventud Rebelde como milicias urbanas20 

(Fundación para la Libertad de Prensa, 23 de noviembre 2020). Adicionalmente, el 

asesinato de Javier Ordoñez, el pasado ocho de septiembre, a manos de la Policía 

Nacional en un Centro de Atención Inmediata -CAI- dio lugar a una jornada de protesta 

masiva -y de carácter espontáneo- durante el nueve y diez de septiembre en Bogotá, 

resultado de la indignación que generó el hecho. Esta jornada de protesta, dio un 

saldo de 13 civiles muertos y más de 70 heridos21 en Bogotá y en el municipio de 

Soacha. La respuesta del Gobierno Nacional ante estos hechos generó polémica por 

 
20 Vea el comunicado público de la organización Juventud Rebelde consultado en: 

https://twitter.com/JuvREBELDE/status/1330611478114820101/photo/1  
21 Si bien estos hechos de septiembre son el punto álgido de la reactivación de la movilización, según 

los datos de ACLED (2020), los hechos de protesta venían en aumento desde julio y, a su vez, los 
reportes de disturbios aumentaron en los días posteriores al asesinato de Javier Ordoñez. Sin 
embargo, los hechos de disturbio tendieron a disminuir en los meses posteriores a octubre y noviembre, 
lo cual muestra que la protesta tiende a ser pacífica y, pese a que los abusos policiales se 
incrementaron, no hay evidencias de una radicalización de la protesta. Datos consultados en: 
https://acleddata.com/dashboard/#/dashboard  

https://twitter.com/JuvREBELDE/status/1330611478114820101/photo/1
https://acleddata.com/dashboard/%23/dashboard
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la falta de medidas correctivas a la institución policial. El Gobierno se concentró en 

señalar que los excesos de fuerza fueron casos aislados, con lo que no se podía 

estigmatizar a todo el cuerpo policial22, y que las protestas habían sido coordinadas 

por las disidencias de las FARC-EP y el ELN23. 

Otro hecho que la ST destaca es el fallo por parte de la Corte Suprema de Justicia 

frente a una tutela interpuesta el 16 de diciembre de 2019 al Tribunal Superior de 

Bogotá. En esta tutela, se advirtió la falta de garantías para la protesta social en 

Colombia, dado que el Gobierno Nacional y la Fuerza Pública vulneraron los derechos 

constitucionales de los manifestantes con el manejo de las protestas de noviembre 

de 2019. En el fallo, la Corte Suprema de Justicia reconoció el abuso de carácter 

sistemático por parte de la Fuerza Pública y resolvió exigir a diferentes instituciones 

estatales, especialmente del nivel ejecutivo, tomar medidas concretas con enfoque 

garantista sobre el derecho para la movilización y la protesta social (A.F 2.2.2). Hubo 

preocupación por el desacato del Gobierno Nacional a esta Sentencia, ante la cual se 

afirmó que se brindaban las condiciones y garantías para el libre ejercicio de la 

protesta; además, se consideraba que la sentencia era una falta de reconocimiento a 

las labores que realiza la Fuerza Pública24. 

A esto se sumó la obstrucción que ejercieron senadores afines al Gobierno Nacional 

ante la moción de censura contra el Ministro de Defensa. Esta obstrucción, afectó los 

derechos de la oposición y, por ello, se anunciaron acciones judiciales y se señaló a 

lo ocurrido de prevaricato y censura a la oposición25(Senado, 22 de octubre 2020; 

Semana, 26 de octubre 2020). Este hecho, sumado al mencionado desacato del 

Gobierno a la sentencia de la Corte Suprema, evidencia la falta de garantías para el 

ejercicio de la oposición, evidencia el denominado choque de poderes y, más 

preocupante, una erosión de las garantías y reglas democráticas básicas.  

El escenario de seguridad se ha hecho más complejo con los recientes problemas al 

interior de las Fuerzas Armadas, dando cuenta de serias dificultades para asumir los 

lineamientos e implementación de la política de seguridad, así como al dar respuesta 

a las distintas problemáticas de seguridad26. Una expresión de lo anterior es la 

 
22 Véase el discurso del presidente Iván Duque Márquez el 10 de septiembre de 2020 sobre el caso 

de Javier Ordoñez consultado en: https://www.youtube.com/watch?v=fdnkuYMdZVQ  
23 El Alto Comisionado para la Paz declaró ante el periódico el Tiempo ñDetrás de la destrucción de 

los CAI en diferentes ciudades hay un claro y premeditado plan de grupos como el ELN y disidencias 
de las FARCò (El Tiempo, 13 de septiembre 2020).  
24 La expedición por parte del Ministerio del Interior del Decreto 003, emitido el 5 enero de 2021, busca 

subsanar lo solicitado por la Corte Suprema de Justicia frente al uso de la fuerza y protección del 
Derecho a la Protesta, pero su alcance y correspondencia será tratada en el noveno informe de esta 
Secretaría Técnica por estar fuera del período de análisis del presente informe.  
25 Antes de iniciar la sesión, 42 senadores presentaron una proposición para revocar la moción de 

censura, con lo cual el Presidente del Senado puso a votación su desarrollo. Los partidos de la 
oposición no apoyaron la decisión de someter a votación el debate, ya que el marco normativo no 
establece que su desarrollo deba ser dispuesto a la decisión de las mayorías, por lo cual abandonaron 
la sesión  
26 La encuesta Gallup de Octubre evidencia el impacto que ha tenido tanto la pandemia como los 

eventos de violencia de septiembre. Las Fuerzas Militares por primera vez en 15 años tienen una 

https://www.youtube.com/watch?v=fdnkuYMdZVQ
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renuncia del Jefe de Doctrina del Ejército por su manifiesto desacuerdo con el 

comandante de la institución sobre la implementación de la Doctrina Damasco, la cual 

buscaba reformar y modernizar la institución según estándares internacionales al nivel 

de la Organización del Tratado del Atlántico Norte -OTAN-. Igualmente, es 

preocupante la pugna entre altos oficiales en la Policía Nacional y las consecuentes 

denuncias por hechos de corrupción al interior de la institución (Semana, 6 de 

diciembre de 2020; Semana, 1 de diciembre de 2020; El Tiempo, 1 de diciembre de 

2020). 

Por último, es importante mencionar el limitado rol que ha desempeñado el Congreso 

en la discusión sobre distintas iniciativas legislativas a nivel general. En este caso, 

para efectos de este informe, se mencionarán aquellas iniciativas legislativas 

relacionadas a la implementación del punto de participación política. Tal como ya lo 

había establecido la ST en su Séptimo Informe (2020), el Congreso y otros espacios 

de participación se han visto afectados por la pandemia, ya que son un riesgo las 

reuniones presenciales y se deben efectuar protocolos para garantizar la salud de los 

participantes. Por lo tanto, dadas las condiciones y el poco avance en distintas 

iniciativas que han sido demandadas, la ciudadanía ha optado por otras estrategias 

para darle trámite a sus demandas, incluyendo la movilización social.  

De esta manera, el período de análisis evidencia un clima adverso para la apertura 

democrática. La persistente violencia contra líderes y lideresas sociales es muy 

preocupante y se encuentra acompañada de un escenario marcado por la ocurrencia 

de varias masacres que, según Indepaz (2020), fueron 36 entre agosto y noviembre. 

Igualmente, los niveles de violencia y los daños que se alcanzaron en las 

manifestaciones de septiembre demuestran que aún no hay garantías para el ejercicio 

del derecho a la protesta. Finalmente, el desacato por parte del Gobierno Nacional a 

lo resuelto por la Corte Suprema, la situación ocurrida en el Congreso en contra de la 

moción de censura propuesta por la oposición, el riesgo de politización de la 

Registraduría Nacional y la correspondiente reforma electoral, son preocupantes en 

cuanto significan acciones que erosionan los principios democráticos y la división de 

poderes. 

 

2. Análisis por tema 

2.1. Tema 1: Derechos y garantías plenas para el ejercicio de la oposición 

política en general, y en particular para los nuevos movimientos que surjan 

luego de la firma del A.F. 

El A.F. reconoce la apertura democrática como condición necesaria para la 

consolidación de la Paz, pues enriquece la deliberación y el debate con la 

representación de las diferentes visiones e intereses de la sociedad, permitiendo la 

proscripción del uso de las armas en el ejercicio de la política. En aras de fomentar el 

pluralismo en el sistema político colombiano, se establece como subtema a los 

 
imagen desfavorable cercana al 50% mientras que la Policía Nacional se encuentra con 
desfavorabilidad del 68%. 
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derechos y garantías para el ejercicio de la oposición política en general (2.1.1), y se 

determina la puesta en marcha del Estatuto de la Oposición (A.F. 2.1.1.1). De igual 

forma, se define una serie de medidas de seguridad para el ejercicio de la 

participación política (A.F. 2.1.2) y de acuerdo con un Sistema Integral de Seguridad 

para el Ejercicio de la Política ðSISEPð, donde se entiende la seguridad como valor 

democrático bajo la perspectiva del humanismo, la promoción y el respeto de la vida, 

los derechos y libertades (A.F. 2.1.2.1, 2.1.2.2).  

 

2.1.1. Eventos prioritarios en el periodo que cubre el informe 

ǒ El Proyecto de Ley Estatutaria 234 de 2020, que expide el nuevo código 

electoral colombiano, establece la aplicación del Estatuto de la Oposición 

en los escrutinios. 

ǒ La Instancia de Alto Nivel del SISEP fue convocada en dos ocasiones.  

ǒ La Comisión Nacional de Garantías de Seguridad ðCNGSð tuvo una 

sesión plenaria el 12 de agosto y realizó algunas sesiones técnicas, de 

género y territoriales. 

 

2.1.2. Análisis: avances, retrasos, deficiencias y controversias 

identificadas   

La adopción del Estatuto de la Oposición ha logrado dinamizar la deliberación y el 

debate al interior del sistema político colombiano. Actualmente los partidos declarados 

en oposición cuentan con participación en las mesas directivas de Cámara y Senado27 

y gozan de difusión en los medios de comunicación del Congreso (Senado de la 

República, 3 de noviembre 2020). Salvo algunas ocasiones, han ejercido el derecho 

a determinar el orden del día en las corporaciones públicas, cuentan con 

representación en la Comisión de Relaciones Exteriores y, como lo señaló la ST en 

su anterior informe (2020), han ejercido el derecho a la réplica. Además, tuvieron 

acceso a la financiación adicional correspondiente al año 201928 (Entrevista a líder de 

la UP, 2020; Cuestionario al CNE) y durante este período ejercieron el derecho que 

confiere el Artículo 11 para la realización de una sesión exclusiva en las corporaciones 

sobre los informes de cumplimiento de los planes de desarrollo y el Presupuesto 

General de la Nación ðPGNð. No obstante, el Estatuto continúa enfrentando dos 

problemas fundamentales en su aplicación: (i) la capacidad que han tenido las 

mayorías del Gobierno para controvertir u obstaculizar las labores de quienes 

 
27 Este derecho también ha sido cumplido en algunas Asambleas, Concejos y Juntas Administradoras 

Locales. No obstante, la ST no cuenta con información que permita aseverar que en todas las 
corporaciones públicas la oposición ha ejercido su derecho. 
28 Por medio del oficio ñCNE-FNFP ï 1820-2020ò la Asesoría del Fondo Nacional de Financiación 

Política informó al CNE que ñlos recursos por concepto de financiación estatal para los partidos y 
movimientos declarados en oposición al Gobierno Nacional se constituyeron en una reserva 
presupuestal debido al cierre de la vigencia fiscal de 2019, dichos recursos fueron girados en la 
presente vigenciaò quedando pendiente únicamente el giro de recursos al Partido Polo Democrático 
Alternativo, por no haber cumplido con los requisitos. De la misma manera informó que los recursos 
respectivos para el año 2020 se encuentra en proceso de aprobación.    




















































































































































































































































































































































































































































































































































































































































